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RESUMEN 

El presente trabajo de investigación tiene como materia principal: al derecho a la 

insurgencia en el tribunal constitucional; mediante el análisis de las sentencias que 

reconocen y protegen el derecho a la insurgencia en el Perú en el año 2024. El 

motivo es debido a la incertidumbre e inseguridad creciente que atenta contra el 

equilibrio de poderes. 

El objetivo principal de esta investigación fue examinar el razonamiento usado por 

el tribunal constitucional para reconocer el derecho de insurgencia. Para realizar 

dicho objetivo se usó una metodología enfocada a la investigación cualitativa, con 

el uso del diseño de investigación basado en la teoría fundamentada, usando como 

muestra censal. 

Según el análisis realizado, los resultados llevaron a la conclusión que; 

encontrándose solo cinco sentencias que establecen un razonamiento relacionado al 

derecho a la insurgencia; a pesar de eso solo dos sentencias, caso Pedro Castillo y 

caso Joel David Hivallanca Huamán Y otros, desarrollan un razonamiento directo, 

las otras tres son resueltas de manera procesal o tomadas como delito de rebelión. 

En esas sentencias se encontró que el razonamiento que usa el tribunal 

constitucional para determinar cuándo un movimiento se transforma en insurgencia 

es que; su única meta sea la de derrocar o desobedecer un gobierno de facto, además 

de proteger y preservar el derecho a la democracia, desconociendo en el camino 

otros medios que no sean los pacíficos. Añadiendo como último punto, se entiende 

que, en caso de corrupción generalizada, políticas discriminatorias, ocupación 

extranjera, entre otras; el estado peruano, jurídicamente, está indefenso. 

Palabras clave: Insurgencia, tribunal constitucional, democracia, sentencias, 

equilibrio de poderes.  
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ABSTRACT 

The main topic of this research paper is the handling of the right to insurgency in 

the Constitutional Court. This is done through the analysis of rulings that recognize 

and protect the right to insurgency in Peru in 2024. This is due to the growing 

uncertainty and insecurity that threatens the balance of power. 

The main objective of this research was to examine the reasoning used by the 

Constitutional Court to recognize the right to insurgency. To achieve this objective, 

a methodology focused on qualitative research was used, employing a research 

design based on grounded theory, using a census sample. 

According to the analysis, the results led to the conclusion that only five rulings 

were found that establish a reasoning related to the right to insurgency; despite this, 

only two rulings, the Pedro Castillo case and the Joel David Hivallanca Huamán 

case, develop a direct reasoning. The other three are resolved procedurally or are 

considered crimes of rebellion. These rulings found that the Constitutional Court's 

reasoning for determining when a movement becomes an insurgency is that its sole 

goal is to overthrow or disobey a de facto government, in addition to protecting and 

preserving the right to democracy, ignoring any means other than peaceful means 

along the way. As a final point, it is understood that in cases of widespread 

corruption, discriminatory policies, foreign occupation, among others, the Peruvian 

state is legally defenseless. 

Keywords: Insurgency, Constitutional Court, democracy, rulings, balance of 

powers.  
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INTRODUCCIÓN 

La finalidad del derecho a la insurgencia, que se maneja entre los magistrados del 

tribunal, consiste en la protección activa del estado de derecho y el orden 

constitucional ante las amenazas antidemocráticas como los gobiernos ilegítimos o 

golpes de estado; la manera que consigue este fin es por medio de la fuerza; siendo 

que se buscará activamente el derrocamiento de un gobierno ilegítimo, así como 

también el desconocimiento de todos los pronunciamientos que los usurpadores 

hayan realizado (Chávez, 2001; Tapia, 2022; Torres, 2000). 

Añadiendo, se puede decir que la finalidad democrática de la insurgencia es buscar 

el respeto de los pueblos y su participación ciudadana (Calla Quispe, 2023) 

El motivo de la relevancia del desarrollo de este derecho es debido a que a lo largo 

de toda la historia de la república del Perú se tuvo que sufrir, en repetidas ocasiones, 

golpes de estado, así como gobiernos militaristas; y se dice a pesar debido a que no 

hay una evolución ni aprendizaje de los hechos pasados, siendo que los tribunales 

no han sabido diferenciar o aplicar coherentemente la administración de justicia. 

Con eso en mente se manifiesta la necesidad de examinar el razonamiento usado 

por el tribunal constitucional para reconocer el derecho de insurgencia. Además de 

determinar las fundamentaciones teóricas y filosóficas que son manifestadas por el 

tribunal constitucional al momento de reconocer el derecho a la insurgencia; y 

finalmente, determinar la jurisprudencia que apoya la teoría del tribunal 

constitucional al momento de reconocer el derecho a la insurgencia. 

Para ello se usó el enfoque cualitativo de investigación, el diseño es la teoría 

fundamentada, la muestra de tipo censal, teniendo como muestra a once sentencias 

emitidas por el tribunal constitucional, los instrumentos a usarse fueron la ficha de 

observación y ficha de análisis de contenido. 

De acuerdo con la investigación realizada, se llegó a la conclusión que; la única 

meta sea la de derrocar o desobedecer un gobierno de facto, además de proteger y 

preservar el derecho a la democracia, desconociendo en el camino otros medios que 

no sean los pacíficos. Añadiendo como último punto, en caso de corrupción 

generalizada, políticas discriminatorias, ocupación extranjera, entre otras; el estado 

peruano, jurídicamente, está indefenso.
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CAPÍTULO I: EL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 

1.1. Descripción de la Realidad Problemática. 

Los tiempos actuales son convulsos e inseguros. El poder estatal encargado 

de crear y legislar las normas, se ha enfrascado en una lucha de poder contra 

los demás poderes, instituciones gubernamentales y población en general. 

Dicha lucha ha resultado en una victoria temporal, hasta estas fechas, siendo 

que se está vulnerando el crucial equilibrio de poderes. En ese sentido es 

crucial anticiparse a las nuevas olas de inseguridad que podrían azotar al 

país. Ciertamente el Perú siempre se ha visto envuelto en problemáticas de 

esta índole, desde su creación han existido luchas de poder internas que 

atentan contra la estabilidad, logrando en casos extremos la insurgencia de 

uno o varios grupos que buscaban derrocar al gobierno de turno. Es por ese 

motivo que en la constitución de 1979 y posteriormente la de 1993 se 

reconoce el derecho a la insurgencia, como una herramienta bélica de índole 

constitucional, siendo que el objetivo de este derecho es hacer una distinción 

entre una toma de poder ilegal y una toma de poder legítima que busca la 

paz y estabilidad social. 

Es verdad que se reconoce el derecho a la insurgencia, el punto que se debe 

tener en consideración, es que la constitución de 1979 reconocía el 

resarcimiento del daño realizado, sin embargo la de 1993 no contempla este 

aspecto, es por eso que uno de los puntos a investigar y analizar, entre las 

resoluciones del tribunal constitucional, es el de cómo nuestro tribunal 

constitucional interpretó las doctrinas y determinó las sentencias emitidas.
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El problema que la investigación se centrará en tratar, consiste en analizar 

las medidas tomaron en cuenta los magistrados del tribunal constitucional 

al momento de trabajar con el derecho a la insurgencia, esto debido a la 

complejidad y ambigüedad del concepto de insurgencia. 

Con lo expuesto, está claro la relevancia que esta investigación posee, 

siendo que desarrollar esta tesis podría ser un valioso aporte para los 

archivos científicos del Perú. La investigación es original, ya que busca 

recopilar y analizar las sentencias constitucionales que desarrollan el 

derecho a la insurgencia, esto se presume a partir de conceptos filosóficos, 

históricos y legales. 

La investigación será factible y realizable, ya que las sentencias ya 

mencionadas se encuentran en el archivo virtual del tribunal constitucional, 

además que este archivo es de acceso público, lo que facilitará el 

reconocimiento y recojo de datos para desarrollar este proyecto 

investigativo. 

Se recalca que esta investigación solo tendrá como foco principal el analizar 

la jurisprudencia peruana que está relacionada con el derecho a la 

insurgencia. Con la revisión ya realizada se podrá dar una especie de teoría 

que sirva a los magistrados peruanos para comprender este derecho civil que 

llama a la no obediencia, llamado insurgencia. 

1.2. Definición del problema. 

1.2.1. Problema general. 

● ¿Cuál es el razonamiento usado por el tribunal constitucional 

para reconocer el derecho de insurgencia? 

1.2.2. Problemas específicos. 

● ¿Cuáles son las fundamentaciones teóricas y filosóficas que 

son manifestadas por el tribunal constitucional al momento 

de reconocer el derecho a la insurgencia? 

● ¿Cuál es la jurisprudencia que apoya la teoría del tribunal 

constitucional al momento de reconocer el derecho a la 

insurgencia?  
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1.3. Objetivos de la Investigación. 

1.3.1. Objetivo general. 

● Examinar el razonamiento usado por el tribunal 

constitucional para reconocer el derecho de insurgencia 

1.3.2. Objetivos específicos. 

● Determinar las fundamentaciones teóricas y filosóficas que 

son manifestadas por el tribunal constitucional al momento 

de reconocer el derecho a la insurgencia. 

● Determinar la jurisprudencia que apoya la teoría del tribunal 

constitucional al momento de reconocer el derecho a la 

insurgencia. 

1.4. Justificación y limitaciones de la investigación. 

La presente investigación se justifica en la necesidad del reconocimiento del 

derecho de insurgencia, fundamentándose principalmente en los siguientes 

puntos: 

● Escasez de información organizada: En la actualidad, existe una 

carencia de estudios detallados que organicen y compilen 

argumentos que el tribunal constitucional haya empleado para 

garantizar y defender los derechos de las personas cuando 

manifiestan el derecho de insurgencia. Esta falta en la investigación 

académica representa una oportunidad importante para cubrir dicha 

laguna y aportar una base sólida de conocimientos en este campo. 

● Aumento del descontento de la ciudadanía hacia la gestión que 

prepondera en estos tiempos: A nivel nacional, se ha visto una 

creciente desconfianza y descontento hacia los poderes ejecutivo y 

legislativo, que poco a poco han ido absorbiendo la independencia 

de otras instituciones gubernamentales; añadiendo que en este caso 

el legislativo se ha visto más beneficiado. En este contexto la 

sociedad ha visto a varios representantes sociales hacer el llamado 

al uso del derecho a la insurgencia, siendo que la recepción positiva 

de dicho discurso ha ido incrementando gradualmente. 
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● Importancia en el ámbito nacional: Este estudio tiene como objetivo 

proporcionar un recurso valioso para el Perú. Al examinar los 

enfoques y criterios empleados por los magistrados del tribunal 

constitucional, será posible analizar las estrategias efectivas y 

argumentos fundamentados por los magistrados peruanos en casos 

relacionados con el derecho de la insurgencia. Esta investigación 

podría dar un aporte teórico al desarrollo y comprensión de este 

controversial y confuso derecho que está tipificado en la carga 

magna peruana. 

● Modificación en la visión de la insurgencia: Al existir el ya 

mencionado conflicto social la descontenta ciudadanía se ha visto 

partícipe de numerosas protestas, las cuales han sido ignoradas 

categóricamente. En tal motivo, no sería de gran sorpresa que estas 

protestas empiecen a evolucionar en una insurgencia a causa del 

abandono gubernamental que prepondera en el Perú. 

Esta investigación se enfoca en una problemática contemporánea y de 

interés nacional, puesto que dicha problemática social crea repercusiones en 

toda la ciudadanía, siendo esta disconformidad generalizada el caldo de 

cultivo perfecto para que muchas personas vean como opción factible el uso 

del derecho a la insurgencia. 

Además, esta investigación, ofrecerá información relevante a la comunidad 

científica de las resoluciones del tribunal constitucional que trataron el tema 

del derecho a la insurgencia, el cual es un recurso útil para hacer la debida 

distinción entre un levantamiento, de la población, legal o ilegal. También, 

aportará cierto conocimiento para hacer el intento de definir el concepto de 

insurgencia y que este no sea confundido por otros términos semejantes. En 

resumen, el realizar esta investigación, aportará un importante agregado 

académico que favorecerá al desarrollo de más trabajos de investigación 

similares.  
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1.5. Variables 

Esta investigación se realizará con el enfoque cualitativo, por tal motivo, se 

utilizarán las unidades de estudio y categorías de análisis en lugar de 

variables. Los cuales son: 

 

Tabla 1 

Categorías de investigación 

Categorías Subcategoría Unidad de estudio 

Razonamiento usado 

por el tribunal 

constitucional 

La insurgencia en las 

sentencias del Perú. 

Las sentencias que 

reconocen el derecho 

a la insurgencia 

 

La doctrina 

desarrollada que trata 

el derecho a la 

insurgencia. 

Fundamentos teóricos 

y filosóficos del 

derecho a la 

insurgencia. 

La insurgencia como 

objeto de derecho. 

La insurgencia en 

defensa de la 

soberanía 

Marco normativo del 

derecho a la 

insurgencia 

Jurisprudencia del 

derecho a la 

insurgencia 

 

1.6. Hipótesis de la Investigación. 

A diferencia de una investigación cuantitativa, en la investigación 

cualitativa, se puede hacer una excepción al momento de plantear la 

hipótesis, siendo prescindible y no obligatoria su planteamiento; además 

que conforme el proceso de investigación vaya avanzando, el investigador 

podría generar una hipótesis, por el motivo que los nuevos diseños 

investigativos son flexibles (Amaiquema et al., 2019).
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CAPÍTULO II: MARCO TEÓRICO 

2.1. Antecedentes de la investigación. 

2.1.1. Internacionales. 

Artículo científico perteneciente a la revista Energy 

Research & Social Science, donde se desarrolla el tema de la 

anarquía, guerra o rebelión. Además de las medidas insurgentes o 

instan al desacato civil en afán de proteger el clima en esta llamada 

era baja en carbono. Se considera con respecto al tema de la 

insurgencia que: La insurgencia es una táctica usada cuando se busca 

realizar la autodefensa, resistencia y desobediencia, esta consiste en 

mostrar el descontento; mediante, el no respeto a las leyes, protestas, 

elaboración y distribución de panfletos que insten al desacato; se 

menciona que un movimiento insurgente comienza en la 

organización de las personas que buscan pertenecer al movimiento 

insurgente; dicho movimiento puede escalar puesto que la 

insurgencia tiene tres etapas: preparación, no violencia y finalmente 

la insurgencia propiamente dicha; cuando se llega a la insurgencia 

los efectos son la evasión de impuestos, protestas, boicots o firmas 

de peticiones (Sovacool & Dunlap, 2022). 

Artículo científico perteneciente a la revista Psicologia USP, 

de la Universidad de Sao Paulo, donde se desarrollan las ideas de 

crisis, insurgencia y poder en Brasil, además se pone a conocimiento 

el derecho a tener derechos. 
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Los autores consideran a modo de reflexión: que las luchas 

insurgentes se producen porque en la realidad de las personas están 

muy presentes el dolor y sufrimiento; así como existe una falta de 

necesidades satisfechas y dignidad hacia su persona; son con estos 

antecedentes que el ser humano decide rechazar y librarse de la 

realidad imperante que tanto le sofoca; dando como resultado a 

muchas personalidades históricas que buscan dar ese cambio a la 

injusticia que ellos perciben, dicho de otro modo, cambiar de aires, 

sin embargo, traen consigo, e inevitablemente, mucho caos, dolor y 

sufrimiento, según ellos, justificado; también se menciona que, el 

deseo del ser humano por cambiar las cosas para mejor es inherente 

a nuestra especie, sin embargo todavía no existe un medio adecuado 

para lograrlo sin que este genere una insurgencia de parte de las 

políticas predominantes o nacientes (Soares & Filho, 2023). 

Artículo científico perteneciente a la Revista Urban Forum, 

que desarrolla el tema de la insurgencia y la yuxtaposición en una 

época de división en las urbes. Y llega a la siguiente explicación: 

Algunas de la prácticas de la insurgencia, ejercen cierto poder, 

siendo que estas son de rápida acción esto con el fin de desestabilizar 

la normalidad legal y llegar a una opción diferente de la gobernante; 

obviamente el estado y los gobernantes optarán por criminalizar 

estas prácticas y dar cabida a las opiniones detractoras en su propio 

canal controlado, es ahí cuando los activistas más radicales crean 

nuevos espacios donde se practica la ruptura del estado y el mercado, 

a pesar de eso se asume que una ruptura de la constitución no es la 

única solución, siendo que con la creación de los canales donde los 

ciudadanos expresen su descontento, se puede llegar la que la 

insurgencia funcione co-constitutivamente (Miraftab, 2020).  
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2.1.2. Nacionales. 

Tesis para obtener el grado de Maestro en Derecho Penal. 

Perteneciente a la Universidad Católica de Santa María, donde se 

desarrollan los conceptos de insurgencia y rebelión, además de sus 

inconsistencias en los delitos que vulneran a los tres poderes del 

estado peruano al año 2022. Se llega a esta resumida conclusión: La 

insurgencia se caracteriza por ser un movimiento social que tiene por 

fin el derrocamiento de un gobierno ilegítimo, y la manera que 

consigue este fin es por medio de la fuerza; siendo este derecho 

avalado por la constitución política de 1993, sin embargo se hace 

notar que la propia constitución restringe el derecho mencionado; ya 

que solo se puede dar aplicación a este en una circunstancia; la 

posesión ilegítima de un gobierno de facto, siendo que ignora otras 

formas de toma de poder las cuales podrían estar basadas en 

corrupción generalizada, políticas discriminatorias, ocupación 

extranjera, entre otras (Tapia, 2022). 

Artículo científico perteneciente a la revista Ius et Veritas, 

donde se desarrolla el derecho a la insurgencia como una 

herramienta bélica constitucional. Se concluye: poniendo como 

antecedente a la constitución peruana de 1979, el derecho a la 

insurgencia era avalado por ésta; el mencionado derecho tenía por 

finalidad, la defensa del estado de derecho; siempre que la soberanía 

de este se vea comprometida por un golpe de estado, ya sea de parte 

de civiles o militares; con ese precedente se indica que el derecho a 

la insurgencia es un medio de defensa, que el pueblo ejerce, en 

contra de cualquier gobierno que desee exceder el uso de sus 

poderes; también se añade que no hay que confundir el derecho a la 

insurgencia con la palabra rebelión, ya que; el primero se refiere a, 

la defender legítimamente un gobierno constituido, y es llevada a 

cabo por la población en general; mientras el segundo a, es el ataque 

delictivo hacia un gobierno constituido, y es accionado por un grupo 
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específico, ya sea militar, paramilitar, de corte subversivo o 

inclusive terrorista  (Torres, 2000). 

Artículo científico que pertenece a la revista Lumen, donde 

se pone un breve resumen del derecho a la insurgencia. Y se pone a 

manifiesto: la manera para proteger el orden constitucional, es la 

desobediencia de la ciudadanía en general; así como el 

desconocimiento de todos los pronunciamientos que los usurpadores 

hayan realizado; también se hace una distinción entre la constitución 

de 1979 y la más reciente de 1993, siendo que la última elimina las 

sanciones que los funcionarios usurpadores puedan asumir, se indica 

que este acto simplemente propicia la generación de impunidad 

hacia este acto, además que hace un gran retroceso para llegar a la 

paz social (Chávez, 2001). 

2.1.3. Locales 

Artículo de revisión perteneciente a la Revista de 

Pensamiento Crítico Aymara, donde se desarrolla el tema de las 

protestas y homicidios múltiples de la región de Puno. Siendo que 

en uno de los puntos se llega a la siguiente conclusión: La 

participación en las protestas a raíz de la deposición del expresidente 

Pedro Castillo, fueron de gran magnitud, y se buscaba el respeto de 

los pueblos y su participación ciudadana; la lucha se dio por la 

constante búsqueda de igualdad, la cual es negada por los poderes 

nacionales; por otro lado, se menciona que esta lucha sigue vigente 

a día de hoy; y su fundamentación se basa en evitar que las futuras 

generaciones tengan que recurrir a estas luchas (Calla, 2023). 

Documento perteneciente al Grupo Propuesta ciudadana, 

donde se desarrolla el estallido social que ocurrió en Puno, así como 

la explicación de los nuevos actores y sus demandas. Donde una de 

las conclusiones es la siguiente: Para entender la motivación de la 

insurgencia desde el punto de vista de la persona rural, hay que 

entender que la región de Puno escogió al expresidente Castillo con 

un 90% de la totalidad de los votos, esto significó que esta elección 
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representaba ampliamente los valores, la visión y la identidad de los 

votantes; estas ideas totalmente opuestas a la institucionalidad 

centralizadora, chocaron y se convirtieron en un conflicto político; 

terminando en la deposición del en ese entonces presidente de la 

república y finalizando con un estallido social y un levantamiento en 

insurgencia de la región puneña (Vera, 2023). 

Artículo de revisión de la revista Mitologías Hoy, donde se 

desarrolla el tema del Texto de los anales de la región puneña del 

autor Gamaliel Churata. Donde viene a explicar lo siguiente 

concerniente a la insurgencia: Para que ocurriera un levantamiento 

en Huancané, la crisis generalizada de la política era amplia; debido 

a esto los terratenientes denominaron a esta insurgencia como “la 

gran sublevación”, sin embargo en realidad no pasó de una explosión 

iracunda carente de orientación o liderazgo destinada al fracaso, 

concluyendo con la masacre de los ayllus de Puno (Monasterios, 

2020). 

2.2. Bases teóricas. 

2.2.1. El nacimiento de la insurgencia y su definición. 

Para que se produzca un movimiento insurgente son necesarios 

factores; tales como que una determinada población haya visto 

vulnerada tanto sus necesidades básicas y como su dignidad 

humana; a todo esto se le puede sumar, el expresar su identidad, 

visiones y valores; con esta mezcla de factores hostiles que 

preponderan en una región es probable que ante el dolor y 

sufrimiento que padecen estas personas, se alcen en protestas, ya 

sean pacíficas o no (Monasterios, 2020; Soares & Filho, 2023; Vera, 

2023). Sin embargo se tiene en consideración que la insurgencia 

debe seguir pasos antes de llamarse insurgencia propiamente dicha, 

puesto que primero se debe llevar a cabo el deseo de la persona de 

pertenecer a un movimiento insurgente, dentro de este las personas 

realizan etapas de preparación, no violencia y finalmente la 

insurgencia; al momento de llegar a la insurgencia las acciones que 
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generalmente se toman son la evasión de impuestos, protestas, 

boicots o firmas de peticiones (Sovacool & Dunlap, 2022).  

Visto el posible origen de un movimiento insurgente, hay que 

ahondar en la finalidad que se traza un movimiento insurgente. 

La principal finalidad a tener en cuenta es esa necesidad de 

autodefensa, resistencia y desobediencia al poder de turno; siendo 

que estas se materializan mediante, el no respeto a las leyes, 

protestas, elaboración y distribución de panfletos que insten al 

desacato (Sovacool & Dunlap, 2022). Por otra parte, otra finalidad 

que se concibe es el dar un cambio a las injusticias circundantes en 

la realidad, esto mediante la desestabilización de la normalidad legal 

(Soares & Filho, 2023; Miraftab, 2020). 

Desde el punto de vista peruano podemos mencionar que la finalidad 

es la protección activa del estado de derecho y el orden 

constitucional ante las amenazas antidemocráticas como los 

gobiernos ilegítimos o golpes de estado; la manera que consigue este 

fin es por medio de la fuerza; siendo que se buscará activamente el 

derrocamiento de un gobierno ilegítimo, así como también el 

desconocimiento de todos los pronunciamientos que los usurpadores 

hayan realizado (Chávez, 2001; Tapia, 2022; Torres, 2000).  

Finalmente se puede decir que la finalidad altruista de la insurgencia 

es buscar el respeto de los pueblos y su participación ciudadana 

(Calla, 2023). 

2.2.2. Diferencias entre insurgencia y rebelión 

Viendo estos conceptos desde el punto de vista internacional o un 

punto de vista ajeno al peruano es posible mencionar que tanto el 

concepto de insurgencia como el de rebelión pertenecen al concepto 

de alzarse en fuerza contra el poder dominante. Sin embargo a nivel 

nacional se considera a la rebelión como un delito, siendo que ahora 

tenemos dos conceptos. El primero, la insurgencia, considerado un 

derecho constitucional, y el segundo, la rebelión, un delito penado 

con la privación de la libertad. 
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Con eso en mente, tenemos un dilema en cuanto a la aplicación del 

término, ¿Cuándo se denomina insurgencia? ¿Cuándo se denomina 

rebelión? Una forma básica de definir esto es mediante la obviedad. 

Una insurgencia es considerada como tal cuando tiene éxito, y 

rebelión o terrorismo cuando fracasa (Bernales, 1999, como se citó 

en Tapia, 2022). Sin embargo, en el estado peruano se considera a la 

insurgencia como un derecho constitucional esgrimido en contra de 

los poderes autoritarios. En ese sentido una rebelión es un 

levantamiento armado que busca cambiar el estado de derecho 

establecido en el Perú, y por otra parte el derecho a la insurgencia es 

una herramienta para combatir a los gobiernos de facto y los intentos 

de estos para hacerse con el poder. 

A pesar de todo lo mencionado, históricamente la república peruana 

tuvo que sufrir, en repetidas ocasiones, golpes de estado, así como 

gobiernos militaristas; y se dice a pesar debido a que no hay una 

evolución ni aprendizaje de los hechos pasados, siendo que los 

tribunales no han sabido diferenciar o aplicar coherentemente la 

administración de justicia (Tapia, 2022). 

2.2.3. La insurgencia en las constituciones del Perú. 

2.2.3.1. En las constituciones de 1834, 1839, 1856, 1860, 1867, 

1920, 1933. 

Se aglomeran todas estas constituciones debido a que no 

aportan una definición directa al derecho a la insurgencia. 

Ciertamente se menciona la nulidad de los actos que han sido 

destinados a la usurpación de la función pública, sin embargo 

este párrafo se ha ido repitiendo a lo largo de todas las 

constituciones del Perú, hasta la constitución actual (Tapia, 

2022).  

 

2.2.3.2. En la constitución de 1979. 

Se indica que se anularán todos los actos o decisiones que 

realice una autoridad, siempre y cuando ésta haya usurpado 
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el cargo que manifiesta; además que se hace un llamamiento 

a la insurgencia, siendo que la población en general debe 

defender el orden constitucional (Constitución política del 

Perú, 1979). El fin que tenía este artículo es el de frenar las 

agresiones que pudiera sufrir la nación de parte de golpes de 

estado civiles o militares; además que en este artículo nace 

en un contexto donde el poder aún era ostentado por el 

gobierno revolucionario de las fuerzas armadas (Torres, 

2000). 

2.2.3.3. En la constitución de 1993. 

En cuanto a la actual constitución, se plantea que la 

población puede ejercer legítima defensa cuando se está 

vulnerando el orden constitucional (Constitución política del 

Perú, 1993). Se añade que el mencionado artículo suprime 

algunas características de la constitución de 1979, tales 

como; sancionar y hacer responsable de los daños a los 

usurpadores (Chávez, 2001). 

2.2.4. La insurgencia como objeto de derecho. 

Se define a la insurgencia como una manifestación social con 

características violentas, dicha manifestación rechaza a la autoridad 

en ejercicio (DPEJ, 2023). Otra definición que se puede considerar 

es que la insurgencia es un levantamiento en contra de la autoridad 

(RAE, 2014). Viendo estas definiciones podemos indicar que las 

insurgencias se dan por un contundente rechazo a las autoridades, y 

este rechazo se transforma en un levantamiento, que generalmente 

con tendencias violentas, cuyo objetivo es derrocar a las ya 

mencionadas autoridades.  

En ese sentido, se nos menciona que el objeto de derecho es toda 

entidad material o inmaterial que es afectada por los vínculos 

jurídicos de una nación; se añade que un objeto de derecho tiene 

requisitos para ser aceptado como tal, y dos de estos requerimientos 

es que dichos “objetos” tengan un “rol o fin” que desenvolver, 
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además, que puedan ser susceptibles a la apropiación, ya sea real o 

jurídica (Remedios, s.f.). Con esta aclaración una primera respuesta 

que se puede dar es que el objeto de derecho de este artículo que 

promueve la insurgencia es la defensa de la soberanía nacional. 

2.2.5. La insurgencia en defensa de la soberanía. 

Se define soberanía a ejercer autoridad en un territorio, idealmente 

en un sistema democrático, esta autoridad es ejercida por el pueblo 

en general; sin embargo, este no es ejercido en persona por los 

pobladores, ya que en realidad es ejercido por representantes que son 

elegidos para cumplir este rol; también se añade que soberanía tiene 

parecido con independencia, ya que un país soberano tiene poder 

ejecutivo completo en su territorio (SIL, s.f.). Es en ese sentido, si 

un pueblo ve vulnerada su soberanía, ya que por varios motivos sus 

representantes fueron derrocados por un golpe de estado ya sea civil 

o militar, está en todas las condiciones de defender el objeto de 

derecho que en este caso es, la soberanía del estado. 

2.2.6. Importancia del razonamiento del tribunal constitucional. 

Al momento de la creación, interpretación y aplicación de nuevos 

derechos, el tribunal constitucional toma una gran relevancia. Puesto 

que los magistrados elaboran sus argumentos basándose en la razón, 

así como en las leyes, tanto internacionales como nacionales; es por 

tal motivo que es imprescindible el uso o revisión del razonamiento 

jurídico (Nieto, 2024). Ya aclarada la importancia del uso del 

razonamiento por parte de los integrantes del poder judicial, se 

puede observar como el tribunal constitucional, el órgano con mayor 

autoridad y el máximo intérprete de la constitución, obtiene una 

mayor valor al momento de emitir las sentencias. Dicho de otra 

manera, el razonamiento al cual llegue el tribunal constitucional con 

respecto al derecho a la insurgencia, es el de mayor validez a nivel 

nacional. De ahí viene la importancia de revisar tanto las fuentes 

teóricas como los marcos normativos que este órgano tiene que 

ofrecer.  
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2.2.7. Fundamentaciones teóricas del derecho a la insurgencia. 

2.2.7.1. El estado de derecho democrático. 

Teniendo una visión simplista del estado de derecho, puesto 

que existe un gran abanico de opiniones con respecto a esta 

idea, se tiene en cuenta sólo al estado formal de derecho. 

Dado que, se le puede considerar como el estado o gobierno 

que mejor representa a la democracia, siendo que es un 

estado que autolimita el poder de las autoridades, instando a 

que los funcionarios respeten y obren bajo la legalidad, 

aclarando que debe ser igual para todos sus integrantes 

(Uprimny, 2013). En ese sentido es importante que una 

democracia tenga mecanismos legales para protegerse a sí 

misma. Los mecanismos a tener en consideración podrían ser 

el equilibrio de poderes o la protesta. 

2.2.7.2. Gobierno de Facto 

Dado que la creación del derecho a la insurgencia se debe 

únicamente a las amenazas democráticas, es necesario 

definir y puntuar a una de esas, por no decir principales, 

peligros que un estado democrático puede enfrentar. Siendo 

que el gobierno de facto es un gobierno que se inicia con un 

golpe militar y que se mantiene en el poder mediante el 

respaldo y la imposición de las fuerzas armadas; siendo que 

en este régimen no se garantizan los derechos ni las 

libertades individuales, limitando las acciones de las 

personas a lo que está estrictamente permitido. En lugar de 

enfocarse en un grupo específico, reprime cualquier tipo de 

oposición de manera sistemática (CIDH, s.f.). 

2.2.8. El marco normativo en el derecho a la insurgencia. 

Este apartado es núcleo de este proyecto de investigación, siendo 

que consistirá en el análisis y exposición de las sentencias del 

tribunal constitucional, siendo que las sentencias que son emitidas 

por estas son vitales para el desarrollo de esta investigación, por tal 
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motivo se hizo uso de este espacio para explicar los motivos de la 

falta de material bibliográfico. Sin embargo a modo de avance se 

puede explicar que dentro de la jurisprudencia nacional se trata de 

hacer una distinción entre el derecho a la insurgencia, que se 

considera legítimo, y la rebelión o insurrección, las que se 

consideran ilegítimas, esto claro, en un sentido legal; de todas 

maneras la insurgencia es un concepto complejo y difícil de 

establecer en parámetros estáticos (Chávez, 2001; Torres, 2000). 

2.3. Marco conceptual. 

2.3.1. Jurisprudencia. 

Es la interpretación repetitiva que los tribunales y jueces hacen 

frente a las leyes, entendiendo que la aplicación a esta interpretación 

debe realizarse a casos similares entre sí (Salazar, 2021). 

2.3.2. Sentencia. 

Existen varias posturas con respecto a esta palabra, sin embargo para 

el desarrollo de este proyecto investigativo, se tiene en cuenta que 

es una terminación, culminación o conclusión integran de un 

proceso legal o en este caso, un proceso en litigio (Nava, 2010). 

2.3.3. Iusfundamental 

Es la manera de poner a la persona humana como el punto de partida, 

inicio; y la finalidad, objetivo, del derecho. Por inicio se indica que 

el derecho va formularse considerando la prevalencia de la dignidad 

y naturaleza humana. Por otro lado, se indica como finalidad debido 

a que se elaboran las leyes para que la persona desarrolle sus 

capacidades a plenitud. Este sentido de ver a la persona humana es 

llamado derecho humanista o humanitario y es ahí donde se aplica 

el criterio iusfundamental (Castillo, 2012).
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CAPÍTULO III: MÉTODO 

3.1. Tipo de investigación. 

El enfoque que se usará para desarrollar esta investigación es el 

CUALITATIVO, se menciona que la investigación cualitativa es aquella 

que usa como base de datos los discursos de las personas y la conducta 

observable (Cueto, 2020). 

3.2. Diseño de investigación. 

El diseño a usarse es la TEORÍA FUNDAMENTADA, donde el sujeto que 

investiga recoge, codifica y analiza datos en forma simultánea, y no de 

manera sucesiva, siendo que se cumple una de las condiciones para realizar 

las investigaciones cualitativas, se añade que el investigador buscará 

comprender a un objeto, en este caso el derecho a la insurgencia a través de 

las acciones y decisiones que los magistrados tomaron en las sentencias 

emitidas (Bonilla-García & López-Suárez, 2016). 

3.3. Población y muestra. 

A causa que la muestra es bastante reducida, se considera una opción a 

tomar en cuenta a la muestra de tipo CENSAL, puesto que en este tipo de 

muestra todas las unidades puestas en la investigación han de ser 

consideradas dentro de la muestra, siendo que se considerará a la población 

en su totalidad (Ramírez, 1999). 
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3.4. Técnicas e instrumentos de recolección de datos. 

Tabla 2 

Técnicas e instrumentos de recolección de datos 

Técnica Instrumento Descripción  Beneficios 

Revisión 

documental 

Ficha de 

observación 

Se debe 

registrar el 

número de 

sentencia, la 

fecha, el caso 

que se trata, los 

magistrados 

encargados de 

elaborarla y un 

breve resumen 

de las 

sentencias.  

Ofrece una 

perspectiva 

general, además 

de 

contextualizar 

las sentencias. 

Análisis de 

contenido 

Ficha de 

análisis de 

contenido 

Se desglosa la 

información 

clave como el 

criterio usado, 

los argumentos 

legales usados 

Facilita la 

identificación 

de patrones y 

coincidencias 

que surgen al 

momento de 

revisar las 

sentencias. 

Nota: Técnicas e instrumentos de recolección de datos. 

3.5. Técnicas de procesamiento y análisis de datos. 

La recolección y procesamiento de datos podrá ser realizada gracias al 

instrumento de Fichas de observación, donde se registrarán los detalles 

específicos de las sentencias emitidas.  

Por otra parte, el análisis de datos se dividirá en dos: Análisis de contenido, 

por un lado, para estudiar los planteamientos de las sentencias; y el estudio 
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de casos, por el otro, para entender los enfoques jurídicos que plantea cada 

sentencia.
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CAPÍTULO IV: PRESENTACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS 

RESULTADOS 

4.1. Presentación de resultados por variables 

Tabla 3 

Ficha de observación 1, Caso de Luis Alberto Piña J. Peña 

Sentencia: EXP. N° 398-2000-AA TC 

Caso: LUIS ALBERTO PIÑA J. PEÑA 

Año: 2000 

Magistrados: 

- Rey Terry 

- Revoredo Marsano, 

- Alva Orlandini 

- Bardelli Lartirigoyen 

- Gonzales Ojeda 

- García Toma 

Detalles: 

Se busca la aceptación de la acción de amparo por parte de una asociación, 

siendo que los demandados son la Municipalidad Distrital de Amarilis y el 

Ejecutor Coactivo. 

Derechos a proteger: Derecho a la insurgencia, debido proceso y seguridad 

jurídica. 

Nota: Primera parte del análisis de la sentencia Caso de LUIS ALBERTO PIÑA J. 

PEÑA.
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Sentencia: EXP. N.°398-2000-AA TC 

El resumen a presentar: La asociación busca mantener el terreno que ocupa, 

la municipalidad busca desalojarlos mediante procesos coactivos. Por tales 

motivos la asociación inició un proceso de inscripción del terreno en los 

registros públicos; añadiendo también una acción de amparo para detener el 

proceso coactivo. La municipalidad quiere desestimar la demanda alegando 

que no se ha agotado la vía administrativa y por lo tanto llegar al tribunal 

constitucional no es la vía idónea, añade también que el terreno le pertenece 

al estado y a la municipalidad. Luego, el juzgado civil de Huánuco declara 

fundada la demanda, sin embargo no se acepta porque el derecho a la 

insurgencia no viene al caso, y este está siendo usado para cuestionar los 

mandatos de la Municipalidad. Finalmente se declara improcedente la 

demanda, puesto que no se agotaron todas las vías y el tribunal constitucional 

no es el medio idóneo para resolver estos casos. 

Fundamento con respecto al derecho a la insurgencia: 

En esta sentencia el derecho a la insurgencia, es invocado con el objetivo de 

no reconocer y que declaren nulos los mandatos emitidos por la 

municipalidad; haciendo alusión al derecho a la insurgencia: “son nulos los 

actos de quienes usurpan las funciones públicas”. Por otra parte, se infiere que 

la municipalidad no ha hecho ninguna usurpación y por lo tanto es un 

gobierno de pleno derecho, y por lo tanto no se cumplen los requisitos para 

invocar el derecho a la insurgencia. De más está recalcar, que desestimaron la 

demanda no por la falta de subsunción del derecho a la insurgencia, sino por 

el no usar la vía idónea, en este caso la administrativa. 

Nota: Segunda parte del análisis de la sentencia Caso de LUIS ALBERTO PIÑA J. 

PEÑA.  
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Tabla 4 

Ficha de observación 2, Caso de Jaime Salinas Sedó 

Sentencia: Exp. Nº082-95-AA/TC 

Caso: Jaime Salinas Sedó 

Año: 1997 

Magistrados: 

- Acosta Sánchez 

- Nugent 

- Díaz Valverde 

- García Marcelo 

Detalles: 

Se busca la aceptación de un recurso extraordinario en contra de una resolución 

que declaraba improcedente una acción de amparo. 

Los derechos a proteger en la sentencia son: Derecho a la jurisdicción 

predeterminada por ley, a la obligatoriedad de juicio penal público, el derecho a 

la insurgencia y demás derechos vulnerados de la constitución de 1979. 

El resumen a presentar: El demandante alega que se levantó en insurgencia 

según lo escrito en la constitución de 1979, sin embargo, se desestimó esta 

demanda dado que no existía ningún peligro que altere el orden nacional. Añade 

también que el demandante debía ser juzgado bajo la mirada civil y no por la 

militar, puesto que él era un general del ejército en retiro. 

Todas las pretensiones que hace el demandante son desestimadas, mencionando 

que, si se hicieron las diligencias con el debido proceso, y también que el cargo 

que ostenta es de por vida, aunque esté en retiro, por lo tanto, debe atenerse al 

código de justicia militar. 

Se menciona que el colegiado no se pronunciará sobre este caso, debido a que el 

demandante ya fue beneficiado por la Ley Nº 26479, ley de amnistía. Finalmente 

se declara no haber nulidad en la resolución que niega la acción de amparo. 

Nota: Primera parte del análisis de la sentencia del Caso de Jaime Salinas Sedó. 
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Nota: Segunda parte del análisis de la sentencia del Caso de Jaime Salinas Sedó.  

Sentencia: Exp. Nº 082-95-AA/TC 

Fundamento con respecto al derecho a la insurgencia: 

Se desconoce e ignora totalmente el derecho a la insurgencia, siendo que es 

uno de los derechos invocados. Añadiendo que el demandante es juzgado por 

el delito de rebeldía, insulto a un superior, intento de homicidio y 

derrocamiento al presidente de la república por lo que es juzgado por un fuero 

militar, además que dicho derecho aún se mantenía en la constitución de 1993. 

La forma de la resolución a este conflicto es respaldarse en la Ley Nº 26479, 

ley de amnistía, que beneficia a los militares que luchaban contra el terrorismo, 

con esto en mente, se menciona que los delitos por los que el demandante fue 

juzgado, ya eran cosa juzgada y por lo tanto su petitorio no tenia sentido. 

Una precipitada y propia conclusión, en este caso, se cumplen las premisas 

para invocar el derecho a la insurgencia, siendo uno, la toma de poder del 

presidente Fujimori, siendo que teóricamente el equilibrio de poderes se ve 

afectado y por lo tanto también la democracia peruana, por tanto, recalcando 

lo teórico, el uso del derecho a la insurgencia es factible, y por lo tanto un 

llamamiento al restablecimiento del orden constitucional. Sin embargo eso no 

sucedió. 
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Tabla 5 

Ficha de observación 3, Caso de José Pedro Castillo Terrones 

Sentencia: EXP. N.° 01803-2023-PHC/TC 

Caso: JOSÉ PEDRO CASTILLO TERRONES 

Año: 2024 

Magistrados: 

- Morales Saravia 

- Pacheco Zerga 

- Domínguez Haro 

- Monteagudo Valdez 

- Ochoa Cardich 

- Hernández Chávez 

- Gutiérrez Ticse 

Detalles: 

Se busca la anulación de una resolución expedida por la corte superior de justicia de 

Lima, la cual declaraba la improcedencia de habeas corpus a favor del expresidente. 

Los derechos a considerar en la sentencia son: Derecho al debido proceso, tutela 

jurisdiccional efectiva, defensa, integridad personal, al no sometimiento de actos 

como tortura o tratos inhumanos que atenten contra la dignidad humana, a no ser 

detenido por sin motivación judicial, y al derecho a no ser detenido por más de 48 

horas. Por otro lado, se hace uso del derecho a la insurgencia en caso de alteración 

del orden constitucional. 

Nota: Primera parte del análisis de la sentencia del Caso de JOSÉ PEDRO 

CASTILLO TERRONES. 
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Sentencia: EXP. N.° 01803-2023-PHC/TC 

El resumen a presentar: El ya reciente caso del intento de golpe de estado del 

expresidente Castillo. Los tribunales fundaron y declararon la legalidad de todas las 

pretensiones que hizo el abogado del demandante. Esto fue fundado porque se 

cumplieron los delitos de rebelión y conspiración, intento de fuga y flagrancia. Y 

para dar claridad de ello se tiene al expediente 00039–2022-1-5001-JS-PE-01. En el 

cual se mencionan los delitos de rebelión, conspiración y peligro de fuga. Por parte 

de la defensa se menciona que todos los delitos no se han realizado, el primero la 

rebelión requiere un levantamiento en armas y por último no puede existir un peligro 

de fuga puesto que no en primer lugar no se cometió un delito por el cual escapar. 

Primero se esclarece el punto de la flagrancia, donde se indica que el fiscal sí puede 

pedir al juez un mandato de detención judicial que dure hasta 7 días e inclusive si se 

trata de una organización criminal hasta por 10 días. Con esto explicado, se tiene en 

cuenta que, si se cumplieron los fundamentos del artículo 266 del código procesal 

penal. Además, se cumplieron todas las garantías del artículo 71 del mismo código; 

siendo que el demandado respondió de manera afirmativa. 

Con respecto a los hechos a imputarse, que el ya oficial presidente JOSÉ PEDRO 

CASTILLO TERRONES, tenía entre manos una tercera moción de vacancia 

propiciada por parte del congreso de la república del Perú. Las razones de esta 

moción de vacancia radican en que el expresidente era el presunto líder de una 

organización criminal y como tal habría incurrido en actos de corrupción. Ocurrida 

esta moción de vacancia, el presidente se presentó en los medios públicos a dar su 

mensaje a la nación, y en este se menciona que invoca a establecer un gobierno de 

excepción, el cual traería los siguientes resultados:  

Nota: Segunda parte del análisis de la sentencia del Caso de JOSÉ PEDRO 

CASTILLO TERRONES. 
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Sentencia: EXP. N°01803-2023-PHC/TC 

• La disolución del congreso de la república. 

● Convocatoria a elecciones para un nuevo congreso constituyente. 

● Que el nuevo congreso tenga la capacidad de elaborar una nueva 

constitución en un plazo no mayor a nueve meses 

● La forma de gobierno será mediante decretos ley. 

● Reorganización del sistema nacional de justicia, el poder judicial, tribunal 

constitucional. 

● Requisa de todo armamento ilegal dentro del plazo de 72 horas. 

Luego de ese infructuoso mensaje a la nación, el congreso emitió la vacancia del en 

ese entonces presidente de la república. Posteriormente como menciona la fiscalía el 

expresidente fue detenido en clara flagrancia delictiva, por lo cual se realizaron las 

respectivas diligencias. 

Evaluados los casos, se concluye que el expresidente sí se levantó en armas para 

cambiar la forma de gobierno y el régimen constitucional. Siendo que la disolución 

del congreso de la república atenta contra el artículo 134 de la constitución política 

del Perú, que indica la facultad del presidente para disolver el congreso; siempre y 

cuando este hubiera sido censurado o negado la confianza de dos consejos de 

ministros. Para agregar que también se habría violado el artículo 118 de la misma, 

puesto que una de las finalidades del presidente es hacer cumplir la constitución y 

otras materias legales. Dicho esto, el expresidente trató de asumir todas las facultades 

constitucionales ignorando la división de poderes, esto mediante los decretos ley. 

Otro punto a tratar es el delito de rebelión, para empezar en la constitución se indica 

que nadie puede arrojarse al ejercicio del poder del estado, y al hacerlo es un acto de 

rebelión y sedición, también se pone como añadido por parte de los magistrados 

elaboradores del expediente que ni el presidente puede realizar esta acción, sin 

embargo esto último no es mencionado en el artículo 45, sin embargo al decir nadie 

se quiere hacer sobreentender que ni el presidente de la república puede ejercer todo 

el poder estatal.  

Nota: Tercera parte del análisis de la sentencia del Caso de JOSÉ PEDRO 

CASTILLO TERRONES. 
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Sentencia: EXP. N°01803-2023-PHC/TC 

Siendo la naturaleza de jefe supremo de las fuerzas armadas y la policía nacional, es 

razonable pensar que el expresidente se habría levantado en armas y por lo tanto 

materializado el delito de rebelión. Puesto que la negativa de las fuerzas armadas y 

policía fueron contundentes el delito pudo haber quedado en tentativa. 

Con respecto al delito de conspiración, se establece que lo tienen que cometer dos o 

más personas, además que se le juzga como sí hubiera la voluntad de realizar este 

delito, sin embargo, también se aclara que está pendiente de revisión. Por último, se 

fundamenta la posibilidad del peligro de fuga, dado el estatus y cargo que ejercía 

como expresidente de la república; y por tal motivo se funda y declara legal la 

detención del señor José Pedro Castillo Terrones. 

Volviendo al punto central que es la sentencia del tribunal constitucional. La defensa 

menciona que, el congreso no respetó el orden constitucional para detener al 

presidente de la república; por lo tanto, la detención de este fue ilegal, cometieron 

los delitos de prevaricato y detención ilegal. Añadiendo que se contravino a la 

constitución al no reunir el número necesario de firmas para pedir una moción de 

vacancia. 

El cuarto juzgado constitucional de Lima, menciona que la privación de libertad si 

está fundamentada, puesto que la vacancia presidencial fundamentada por el 

congreso si tuvo efecto al quitar la inmunidad como presidente de la república, con 

respecto al habeas corpus, menciona que las exigencias constitucionales, no valen 

para este tipo de casos parlamentarios, puesto que en estos casos exceden las 

capacidades del habeas corpus. Además, que las cuestiones de tipo penal no son 

asunto de los jueces constitucionales. 

Nota: Cuarta parte del análisis de la sentencia del Caso de JOSÉ PEDRO 

CASTILLO TERRONES. 
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Sentencia: EXP. N°01803-2023-PHC/TC 

Fundamento con respecto al derecho a la insurgencia: 

Para empezar, se hace la mención a la comisión interamericana de derechos humanos 

(CIDH), la cual emitió un comunicado, donde se condena y desconoce las acciones 

inconstitucionales, además de reconocer la defensa democrática por parte de las 

instituciones peruanas. Añadiendo que las acciones del expresidente Castillo no 

estaban fundamentadas por alguna norma constitucional para disolver el congreso. 

Sobre la defensa constitucional de la democracia. 

Las acciones del en ese entonces presidente de la república dan a entender que trataba 

de convertirse en un gobernante de facto, por tal motivo el tribunal en la sentencia lo 

denomina: “(…) enemigo de la constitución y de la democracia constitucional.” Esto 

fundamentado por el artículo 45 de la CPP, puesto que ninguna persona puede 

arrojarse al ejercicio del poder estatal puesto que este emana del pueblo, los 

magistrados añaden que, ejercer poder al margen de la constitución es 

considerado rebelión.  

Se recalcan que la democracia es un derecho de todo ciudadano, derecho mediante 

el cual provienen y emanan los demás derechos constitucionales, tales como el 

derecho a la libertad, dignidad o participar en el gobierno. El derecho a la democracia 

indica la prevalencia de: soberanía del pueblo, división de poderes, el equilibrio de 

los poderes, entre otros similares. Entendiendo esto, el orden y soberanía 

constitucional deben ser defendidos ante cualquier amenaza o peligro que surja, 

puesto que atentar contra esta atenta contra los derechos de todos los ciudadanos. 

Más aún cuando, de manera inconstitucional, se forma un gobierno de facto (poder 

centralizado) que busca usurpar el poder democrático (poder descentralizado). Para 

finalizar este punto, introducen el concepto de “democracia militante”, precisando a 

esta como: Si las personas atentan o atacan el estado constitucional, los derechos 

fundamentales de estas pueden verse restringidos de manera razonable y 

proporcional. Por tales motivos, se justifica la deposición del cargo al expresidente; 

además del levantamiento en insurgencia para mantener el orden constitucional. 

Nota: Quinta parte del análisis de la sentencia del Caso de JOSÉ PEDRO 

CASTILLO TERRONES. 
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Sentencia: EXP. N°01803-2023-PHC/TC 

Fundamentos independientes de los magistrados 

Monteagudo Valdez. Menciona que doctrinariamente existe un “derecho a la 

resistencia”, en el cual se basa el artículo 46 de la CPP, añadiendo que la activación 

de este derecho se da cuando las autoridades quebrantan los pactos para con el 

pueblo, y para evitar este rompimiento de los pactos, no se debe permitir una 

concentración del poder. En cambio se debe fomentar el respeto al pacto social, que 

indica que el poder está limitado y se somete a condiciones, la cual una de ellas 

vendría a ser el respeto a la constitución. 

Menciona que, no todo accionar inconstitucional es motivo para activar el artículo 

46 de la carta magna. Puesto que la misma tiene mecanismos en caso de existencia 

de una de las acciones inconstitucionales. Por tal motivo, la aplicación del derecho a 

la insurgencia solo se debe dar cuando exista un peligro para la institucionalidad 

democrática y atente contra las bases del estado de derecho.  

Gutiérrez Ticse menciona que los hechos cometidos por el expresidente, son un 

ataque arbitrario al orden constitucional, y dada la naturaleza de este actuar, no se 

garantiza el amparo constitucional y es posible la vacancia por incapacidad moral. 

Nota: Sexta parte del análisis de la sentencia del Caso de JOSÉ PEDRO 

CASTILLO TERRONES. 

Tabla 6 

Ficha de observación 4, Caso de Abimael Guzmán Reynoso y otros. 

Sentencia: EXP. N.O 3308-2005-PHC/TC 

Caso: ABIMAEL GUZMÁN REYNOSO y OTROS 

Año: 2005 

Magistrados: 

- Alva Orlandini 

- Vergara Gotelli 

- Landa Arroyo 

Nota: Primera parte del análisis de la sentencia del Caso de Abimael Guzmán 

Reynoso y otros. 
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Sentencia: EXP. N.O 3308-2005-PHC/TC 

Detalles: 

Se busca la aceptación de habeas corpus por la vulneración de múltiples derechos 

constitucionales, además que se disponga inmediata libertad de los reos. 

Los derechos a proteger en la sentencia son: Derecho a la libertad individual, debido 

proceso. 

El resumen a presentar: El objetivo del abogado de la defensa es hacer procedente 

una demanda de hábeas corpus. Alegando que los defendidos cumplen una sentencia 

injusta desde hace 12 años. Esto por mandato de tribunales militares, que los 

condenaron de por vida; y luego los procesos condenatorios fueron anulados. A pesar 

de esto los defendidos siguen cumpliendo condena en diferentes prisiones del Perú. 

Se indica que el tiempo para la prisión preventiva ya excedió el límite, por lo tanto, 

se exige su inmediata liberación. 

Al final se declara improcedente a la demanda del abogado defensor, rechazando 

todos los petitorios. 

Fundamento con respecto al derecho a la insurgencia: 

En esta sentencia el derecho a la insurgencia, no es desarrollado ni mencionado, la 

única parte donde se hace mención a la palabra insurgencia; es en la insurgencia del 

general Francisco Morales Bermúdez en contra del General Juan Velasco Alvarado, 

y la mención de este caso es solo para poner en contexto la situación para crear la 

constitución de 1979. En síntesis, el tema central de esta sentencia son las garantías 

constitucionales como el habeas corpus, desarrollando este tema de manera amplía. 

Nota: Segunda parte del análisis de la sentencia del Caso de Abimael Guzmán 

Reynoso y otros.  
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Tabla 7 

Ficha de observación 5, Caso de Martín Alberto Vizcarra. 

Sentencia: EXP. N.° 03733-2021-PHC/TC 

Caso: MARTÍN ALBERTO VIZCARRA 

Año: 2022 

Magistrados: 

- Miranda Canales 

- Espinosa-Saldaña Barrera 

- Ledesma Narváez 

- Blume Fortinie 

Detalles: 

Se busca la aceptación de habeas corpus además que se declare ineficaz la resolución 

del congreso que declara a su defendido como incapaz moral y poniéndolo en 

situación de vacancia presidencial.  

Los derechos a proteger en la sentencia son: Derecho al debido proceso, defensa, 

motivación y presunción de inocencia. 

El resumen a presentar: Se alega que la resolución congresal 001-2020-2021-CR, 

transgrede el estado constitucional de derecho, además que este se calificaría como 

un golpe de estado, además que esta carece de sustento y justificación para probar la 

incapacidad moral. A raíz de esto el demandante, alega usurpación de funciones, 

amenaza a su libertad añadiendo que uso al ejercicio del derecho a la insurgencia. 

El primer juzgado unipersonal de Arequipa, declara improcedentes los petitorios, 

puesto que los jueces constitucionales no se pueden pronunciar en materia de las 

decisiones congresales, en este caso la vacancia presidencial. Además, que la petición 

de quitar la vacancia presidencial no está conectada con la del habeas corpus, y por lo 

tanto esta petición no puede ser atendida por la vía del habeas corpus. El juzgado 

afirma que no admitirá la demanda puesto que nunca se justifica como la vacancia 

presidencial tiene relación con la libertad personal. Se hace recordar que el habeas 

corpus sólo procede cuando la libertad personal se ve “amenazada o vulnerada”. 

Nota: Primera parte del análisis de la sentencia del Caso de Martín Alberto 

Vizcarra. 
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Sentencia: EXP. N.° 03733-2021-PHC/TC 

Se menciona que según el nuevo Código Procesal Constitucional indica que cuando 

la petición demandada no se adecua al derecho protegido de manera directa, esta no 

procederá. Por lo tanto, lo pedido por el demandante como en este caso: la anulación 

de declaratoria de incapacidad moral permanente y el derecho a la insurgencia; serán 

declarados improcedentes porque no tienen relación alguna con el derecho a la 

libertad personal; y por ende al habeas corpus. 

Fundamento con respecto al derecho a la insurgencia: 

En la sentencia no existe un apartado específico para el desarrollo del derecho a la 

insurgencia, como tema central se pone en consideración al habeas corpus. Puesto que 

por este medio se trató de hacer valer el derecho a la insurgencia, teniendo como final 

la improcedencia de esta garantía constitucional por no estar relacionada con la 

vacancia presidencial y el derecho a la insurgencia que trataba de ejercer el 

demandante. 

Sin embargo, podemos inducir algo sobre el comportamiento del tribunal 

constitucional. Siendo que en este caso el tribunal evita la cuestión de vacancia 

presidencial, puesto que esta cuestión pertenece al ámbito del poder legislativo. 

Ciertamente hay que recalcar, que la demanda no estaba bien fundamentada, puesto 

que carecía de la fundamentación necesaria para hacer valer sus peticiones; haciendo 

así, válida la declaración de improcedencia. Sin embargo, resulta crucial una opinión 

de los magistrados del tribunal constitucional en esta clase de procesos 

extraordinarios, dado que no todos los días se declara como incapaz moral a un 

presidente de la república, es más aun en estos casos donde ocurre una toma y 

concentración de poderes, porque vulnera el estado de derecho constitucional y 

democrático. 

Nota: Segunda parte del análisis de la sentencia del Caso de Martín Alberto 

Vizcarra. 
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Sentencia: EXP. N°03733-2021-PHC/TC 

Volviendo al punto, se puede inducir que, en casos como estos, cuando se haga una 

destitución de poder en las altas esferas estatales, el tribunal constitucional optará por 

un pronunciamiento estrictamente formalista o en otras palabras, apegado a la ley; por 

ejemplo, si se cumplieron todas las condiciones para ejecutar la cuestión de confianza 

o la incapacidad moral permanente, el tribunal constitucional no tendrá una opinión 

invasiva. A modo de propuesta, y probablemente carente de fundamento del presente 

autor, se pone en consideración que esta respuesta que ofrece el tribunal constitucional 

es natural, dado que tanto el poder ejecutivo como el legislativo, al ser entidades 

manejadas en base a instrumentos políticos, estos parcialmente escapan de la 

legalidad; puesto que los dos poderes ya mencionados son los que concentran mayor 

cantidad de poder.  

Nota: Tercera parte del análisis de la sentencia del Caso de Martín Alberto Vizcarra. 

Tabla 8 

Ficha de observación 6, Caso de Isabel Paiva Zárate A Favor De Antauro Igor 

Humala Tasso 

Sentencia: EXP. N.O 02092-2012-HC/TC 

Caso: ISABEL PAIVA ZÁRATE A FAVOR DE ANTAURO IGOR HUMALA 

TASSO 

Año: 2013 

Magistrados: 

- VERGARA GOTELLI 

- CALLE HAYEN 

- ETO CRUZ 

- URVIOLA HANI 

- MESÍA RAMÍREZ 

- ÁLVAREZ MIRANDA 

Nota: Primera parte del análisis de la sentencia del Caso de Isabel Paiva Zárate A 

Favor De Antauro Igor Humala Tasso. 
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Sentencia: EXP. N°02092-2012-HC/TC 

Detalles: 

Se busca la aceptación de un recurso de agravio constitucional, puesto que la corte 

superior de justicia de Lima declaró infundada su demanda de habeas corpus. 

Los derechos a proteger en la sentencia son: Derecho al debido proceso, a la tutela 

jurisdiccional efectiva, al juez natural, a la debida motivación de las resoluciones 

judiciales y libertad individual. 

El resumen a presentar:  

Se menciona que se condenó al interesado de la demanda por contravenir a los poderes 

del estado, el orden constitucional, por el delito contra la vida cuerpo y la salud, por 

arrebato de armas de fuego. Los hechos ocurrieron desde el primero al 4 de enero del 

año 2005, en estos días se realizó el levantamiento armado del movimiento 

etnocacerista, siendo que sus miembros exigían la renuncia del presidente de la 

república. Por lo que se declaró estado de emergencia en Apurímac.  

La parte demandante alega que dichas acciones fueron políticas, por lo que debía 

aplicarse el artículo 45 de la constitución. Siendo así al considerarse dicha naturaleza 

política, este delito debe configurarse como uno político; por tanto, no corresponde 

un concurso ideal o real, sino un proceso sumario. 

El procurador menciona que lo ocurrido en Andahuaylas, no es un delito político 

puesto que existen otros delitos relacionados al delito de rebelión; tales como 

homicidio, secuestro y apropiamiento de armas. Siendo así que este inicial delito de 

rebelión se configura en un delito “pluriofensivo”. Se indica que las acciones del 

demandante configuran como delito de rebelión y no como uso legítimo del derecho 

a la insurgencia. 

Nota: Segunda parte del análisis de la sentencia del Caso de Isabel Paiva Zárate A 

Favor De Antauro Igor Humala Tasso. 
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Sentencia: EXP. N.O 02092-2012-HC/TC 

Fundamento con respecto al derecho a la insurgencia: 

En esta sentencia tampoco se desarrolla a plenitud el derecho a la insurgencia, sin 

embargo, se desarrolla el delito de rebelión; por lo que se ve conveniente, dada su 

similitud con el derecho a la insurgencia, mencionar lo que se escribió en la sentencia. 

Recalcando que se estaba juzgando al señor Humala por varios delitos, como: 

secuestro, rebelión, toma ilegítima de armas. Dado esto se dio un concurso de delitos, 

sin embargo, se concluyó que este concurso no debía darse, puesto que el delito de 

rebelión absorbía a los otros delitos, siendo este un delito pluriofensivo. Puesto que 

no se podía realizar el delito de rebelión, sin la posesión de armas o grupos 

jerarquizados de personas; quienes ocasionarán otros delitos relacionados a la 

rebelión y el fin de esta. Ciertamente, esta es una de las dos conclusiones que la sala 

de la Corte Suprema de Justicia entregó. Primero está que menciona que el delito de 

rebelión absorbe otros delitos y la segunda, que el delito de secuestro no está incluido 

en el delito de rebelión. Los magistrados del tribunal constitucional, declaran la 

nulidad de la sentencia en cuanto al tiempo de la pena, puesto que se manejaron 

diferentes criterios para un solo caso; siendo que afectaron el derecho a la igualdad. 

Visto esto, se pone en consideración algo para diferenciar al delito de rebelión y el 

derecho a la insurgencia. Revisadas las otras sentencias una precipitada conclusión 

podría ser que, el derecho a la insurgencia debe ser ejercido pacíficamente, siendo que 

el único accionar a realizarse es la desobediencia ante un gobierno usurpador que 

atente contra la institucionalidad y el equilibrio de poderes; en cambio, el delito de 

rebelión se considera cuando se ejerce la violencia y esta atenta contra el estado 

constitucional de derecho. 

Nota: Tercera parte del análisis de la sentencia del Caso de Isabel Paiva Zárate A 

Favor De Antauro Igor Humala Tasso. 
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Tabla 9 

Ficha de observación 7, Caso de Antauro Igor Humala Tasso 

Sentencia: EXP. N.o 05113-2015-PHC/TC 

Caso: ANTAURO IGOR HUMALA TASSO 

Año: 2016 

Magistrados: 

- Miranda Canales 

- Ledesma Narváez 

- Urviola Hani 

- Blume Fortini 

- Ramos Núñez 

- Sardón de Taboada 

- Espinosa Saldaña Barrera 

Detalles: 

Se busca la aceptación de un recurso de agravio constitucional, puesto que la corte 

superior de justicia de Lima declaró infundada su demanda de habeas corpus. 

Los derechos a proteger en la sentencia son: Derecho al debido proceso, a la tutela 

jurisdiccional efectiva, al juez natural, a la debida motivación de las resoluciones 

judiciales y libertad individual. 

El resumen a presentar:  

Se hace referencia a la sentencia EXP. N.O 02092-2012-HC/TC, siendo que la 

presente viene a ser una continuación de la mencionada anteriormente. Recordando 

que la pretensión del demandado era ser demandado por el delito de rebelión, siendo 

que las muertes ocasionadas están incluidas dentro del delito de rebelión, recalcando 

que es un delito político. Este añade que se no asesinó a ninguna persona, admite la 

subsunción del delito de rebelión, más no admite el de homicidio.  Por otra parte. el 

procurador, propuso el concepto de cosa juzgada, esto en la sentencia EXP. N.O 

02092-2012-HC/TC, donde se menciona que la petición de habeas corpus es 

infundada. Además el delito de homicidio simple se encuentra debidamente motivado. 

Nota: Primera parte del análisis de la sentencia del Caso de Antauro Igor Humala 

Tasso. 
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Sentencia: EXP. N.o 05113-2015-PHC/TC 

La petición que tiene el demandante en la presente sentencia es suprimir el delito de 

homicidio de la sentencia, suprimir la reparación civil de los deudos, además de 

disminuir la cantidad de la pena. 

Para lo cual el demandante alega que se debió ser procesado sólo por el delito de 

rebelión. Concluyendo por parte del tribunal que sus alegatos no son válidos puesto 

que; sus peticiones ya son cosa juzgada, no es competencia de un juez constitucional 

determinar si los delitos como homicidio, arrebato de armas u otros se subsumen con 

el delito de rebelión. 

Continuando con otra pretensión de coautoría en “solitario” respecto al delito de 

homicidio, se menciona que se demuestra la autoría del señor Antauro, sin embargo 

los jueces no debieron poner el término “coautor en solitario” para definir su 

participación. Al final, nuevamente se declaró improcedente la demanda. 

Fundamento con respecto al derecho a la insurgencia: 

En esta sentencia también no se trata el derecho a la insurgencia debidamente, siendo 

que el buscador del tribunal constitucional filtró la sentencia solo por contener la 

palabra insurgencia. 

Nota: Segunda parte del análisis de la sentencia del Caso de Antauro Igor Humala 

Tasso.  
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Tabla 10 

Ficha de observación 8, caso de Antauro Igor Humala Tasso representado por 

Enrique Bernal Solano 

Sentencia: EXP. N°00521-2021-PHC/TC 

Caso: ANTAURO IGOR HUMALA TASSO representado por ENRIQUE 

BERNAL SOLANO 

Año: 2022 

Magistrados: 

- Ledesma Narváez 

- Sardón de Taboada 

- Espinosa Saldaña Barrera 

Detalles: 

Se interpone la demanda de hábeas corpus a favor de Antauro Igor Humala Tasso, 

además que se solicita la liberación del prisionero.  

El resumen a presentar:  

Se niegan los cargos de homicidio simple, delito de sustracción de armas y el delito 

de secuestro. Dado que este ejercía el derecho a la insurgencia, y por lo tanto no 

debería estar en una prisión porque pone en riesgo su salud por tener los síntomas del 

coronavirus SARS-CoV-2. Otro motivo por el que se pide su liberación es cumplir 

todos los supuestos para aplicar el Decreto Legislativo 1513, el cual establece 

disposiciones para deshacinar penitencias por el riesgo ante el COVID-19. Estas 

demandas son declaradas improcedentes por el primer juzgado de investigación 

preparatoria de Chiclayo, puesto que los documentos presentados no reflejaban el 

estado de salud del reo, sino que eran documentos concernientes a los delitos por el 

que estaba pasando su condena, y estos ya forman parte de la cosa juzgada. 

Nota: Primera parte del análisis de la sentencia del caso de Antauro Igor Humala 

Tasso representado por Enrique Bernal Solano. 
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Sentencia: EXP. N°00521-2021-PHC/TC 

FUNDAMENTO DE VOTO DE LA MAGISTRADA LEDESMA NARVÁEZ 

Está fuera del tema de discusión en cuanto al derecho a la insurgencia, sin embargo, 

es necesario hacer un resumen con respecto al poder de los votos en contraposición a 

poder de la razón jurídica al momento de emitir resoluciones. Menciona que tras la 

emisión del nuevo código procesal penal, se ha cambiado la manera de impartir 

justicias, pues el poder de los votos y no de las razones jurídicas caracteriza a esta ley. 

Así pues, este código fue emitido por la mayoría congresal sin deliberación y 

jurídicamente infundamentada. Posteriormente el tribunal constitucional con solo tres 

votos sin justificación e infundados, convalidó la aprobación de este actuar. 

La magistrada hace un llamado: “Serán la ciudadanía, (...), los que emitirán su punto 

de vista crítico para que estas situaciones no se repitan”. 

También recalca que este actuar de emitir sentencias bajo razones jurídicas y otra 

manera de actuar deslegitima el estado de derecho, añadiendo que el nuevo código 

procesal constitucional; es inconstitucional, pues está plagado de vicios formales, 

tema que no corresponde ahondar más pues no es el punto central de este análisis. 

Fundamento con respecto al derecho a la insurgencia: 

En esta sentencia también no se trata el derecho a la insurgencia debidamente, siendo 

que el buscador del tribunal constitucional filtró la sentencia solo por contener la 

palabra insurgencia. 

Nota: Segunda parte del análisis de la sentencia del caso de Antauro Igor Humala 

Tasso representado por Enrique Bernal Solano. 
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Tabla 11 

Ficha de observación 9, caso de Antauro Igor Humala Tasso representado por 

Ricardo Alfredo Franco De La Cuba - Abogado 

Sentencia: EXP. N°03556-2021-PHC/TC 

Caso: ANTAURO IGOR HUMALA TASSO representado por RICARDO 

ALFREDO FRANCO DE LA CUBA - ABOGADO 

Año: 2023 

Magistrados: 

- Morales Saravia 

- Pacheco Zerga 

- Domínguez Haro 

- Monteagudo Valdez 

- Ochoa Cardich 

Detalles: 

Se manifiesta el recurso de agravio constitucional a favor de Antauro Igor Humala 

Tasso porque se declaró improcedente la demanda de hábeas corpus. 

El resumen a presentar:  

Se denuncia la vulneración del derecho al debido proceso, defensa, a la prueba y a la 

libertad personal. Esto mediante las nuevas investigaciones balísticas que 

demostrarían que los etnocaceristas a su mando ni su persona fueron responsables del 

asesinato de los policías. Sin embargo, los juzgados no consideraron estas pericias, es 

más el juicio no se llevó donde se desarrollaron los hechos, es más se vulneró el 

principio de juez natural. Siendo esto que los alegatos del procurador consisten en 

negar todas las pretensiones, no se llega a un acuerdo. Como en las sentencias 

anteriores al caso Antauro Humala, no se llega a un acuerdo y se declara improcedente 

las pretensiones de la demanda. 

Fundamento con respecto al derecho a la insurgencia: 

En esta sentencia también no se trata el derecho a la insurgencia debidamente. 

Nota: Análisis de la sentencia del caso de Antauro Igor Humala Tasso representado 

por Ricardo Alfredo Franco De La Cuba – Abogado. 
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Tabla 12 

Ficha de observación 10, Caso de Antauro Igor Humala Tasso, representado por 

Enrique Bernal Solano 

Sentencia: EXP. N.° 00389-2021-PHC/TC 

Caso: ANTAURO IGOR HUMALA TASSO, representado por ENRIQUE 

BERNAL SOLANO 

Año: 2023 

Magistrados: 

- Morales Saravia 

- Pacheco Zerga 

- Gutierrez Ticse 

 

- Dominguez Haro 

- Monteagudo Valdez 

- Ochoa Cardich 

Detalles: 

Se manifiesta el recurso de agravio constitucional porque se declaró improcedente la 

demanda de hábeas corpus. 

El resumen a presentar:  

Se exige liberar al demandante, Antauro Humala, quien alega que cumple con las 

características para aplicar el decreto legislativo 1513; recalcando nuevamente que 

este ejercía su derecho a la insurgencia, pero el tribunal sostiene reiteradamente que 

la determinación de las pruebas, así como la pena están a cargo de la judicatura 

ordinaria y no del tribunal constitucional. Y para finalizar, nuevamente se declara 

improcedente la demanda, recalcando que el demandante no reclama contenido que 

refiere al habeas corpus, añadiendo que según el fundamento del Magistrado 

Monteagudo Valdez, el demandante para esas fechas, ya se encontraba en libertad 

luego de cumplir su condena y por lo tanto no había necesidad de pronunciamiento. 

Fundamento con respecto al derecho a la insurgencia: 

En esta sentencia no se trata el derecho a la insurgencia debidamente. 

Nota: Análisis de sentencia del caso de Antauro Igor Humala Tasso, representado 

por Enrique Bernal Solano. 
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Tabla 13 

Ficha de observación 11, caso: Joel David Hivallanca Huamán y otros, 

representados por José Manuel Campero Lara - Abogado 

Sentencia: EXP. N.º 02287-2023-PHC/TC 

Caso: JOEL DAVID HIVALLANCA HUAMÁN Y OTROS, representados por 

JOSÉ MANUEL CAMPERO LARA - ABOGADO 

Año: 2023 

Magistrados: 

- Gutierrez Ticse 

- Dominguez Haro 

 

- Ochoa Cardich 

- Hernández Chávez 

Detalles: 

Se presenta, de parte demandante, un habeas corpus. Solicitando así la liberación, esto 

por vulnerar la libertad personal y la presunción de inocencia. 

El resumen a presentar:  

A raíz de la implementación del nuevo código procesal constitucional, se cambió el 

modo de emitir resoluciones en el tribunal constitucional, siendo una de estas el 

cambio del poder de las razones jurídicas por el poder de los votos. En ese sentido, 

uno de los resultados de ese cambio se puede evidenciar en la presente sentencia, pues 

cada magistrado emite su juicio por separado, siendo que al final se consideran los 

votos, de fundado o infundado, y no tanto las razones jurídicas. 

Terminada esa aclaración el presente caso, se centra en las manifestaciones o protestas 

que tuvieron lugar luego de la destitución del expresidente Pedro Castillo. Ante estos 

hechos parte de la población fue apresada durante las manifestaciones; según el fiscal, 

en flagrancia de daños contra el estado y contra el normal funcionamiento de las 

instituciones públicas. Por otra parte los demandantes; quienes eran jóvenes 

pertenecientes a la comunidad campesina de Cuyo Grande y Sacaca, perteneciente al 

distrito de Pisac; alegan hacer uso de su derecho a la insurgencia además que su 

intervención no fue regular, pues el fiscal no se encontraba al momento de su 

detención. 

Nota: Primera parte del análisis de la sentencia del caso Joel David Hivallanca 

Huamán y otros, representados por José Manuel Campero Lara – Abogado. 
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Sentencia: EXP. N.º 02287-2023-PHC/TC 

Días después de su detención, el segundo día de febrero del 2023, el fiscal emite un 

documento (formalización y continuación de la investigación preparatoria), en contra 

de los jóvenes de la comunidad campesina; esto por haber cometido los delitos de 

disturbios y entorpecimiento al funcionamiento de los servicios públicos. Al día 

siguiente el juzgado de investigación preparatoria de Cusco declaró fundado el 

pedido, por lo que los jóvenes manifestantes pasarán nueve meses en prisión que 

computará desde el 31 de enero del año 2023, hasta el 30 de octubre del año 2023. 

VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO DOMÍNGUEZ HARO 

El magistrado manifiesta: “Mi voto es por declarar IMPROCEDENTE la demanda de 

autos”.  

Puesto que los manifestantes ya se encontraban en libertad no procede aplicar el 

habeas corpus, esto debido al artículo primero del Nuevo Código Procesal 

Constitucional; donde indica: “(...) carecerá de objeto pronunciamiento de fondo 

cuando cese la amenaza, la violación o cuando esta se torne irreparable”. En este caso 

luego de producida la detención policial, el fiscal pidió la prisión preventiva, por los 

delitos ya mencionados, por lo que la detención policial ya había cesado, inclusive 

antes de presentar el habeas corpus. Es así que el magistrado no ve la necesidad de 

emitir un pronunciamiento de fondo pues el hecho a demandar ya había “cesado”. 

VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO OCHOA CARDICH 

El magistrado manifiesta: “Por las consideraciones antes expuestas sobre el presente 

caso, mi voto es por declarar improcedente la demanda”.  

Ante este caso, las manifestaciones hechas por los demandantes no se les puede 

considerar amparadas por el derecho a la insurgencia, sino sus manifestaciones son 

actos de protesta, a causa de la destitución del expresidente Pedro Castillo; la cual se 

llevó conforme a los procesos constitucionales. Al final son rechazadas todas las 

pretensiones elaboradas por el representante legal, concluyendo de la misma manera 

que el anterior magistrado, “no existe necesidad de pronunciarse porque ya se sustrajo 

la materia por haberse dado por concluidos los hechos al momento de interponer la 

demanda de hábeas corpus”. 

Nota: Segunda parte del análisis de la sentencia del caso Joel David Hivallanca 

Huamán y otros, representados por José Manuel Campero Lara – Abogado. 
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Sentencia: EXP. N.º 02287-2023-PHC/TC 

Añadiendo que, dado que el dictado de prisión preventiva no es definitivo, no debía 

llegarse a estas instancias puesto que debían agotarse las otras vías antes de llegar a 

la constitucional. 

VOTO DEL MAGISTRADO HERNÁNDEZ CHÁVEZ 

“Me adhiero al sentido de los votos de los magistrados Domínguez y Ochoa que 

resuelven: Declarar IMPROCEDENTE la demanda”. 

VOTO DEL MAGISTRADO GUTIÉRREZ TICSE 

El presente magistrado si hace una diferenciación entre el derecho a la insurgencia y 

la protesta, el cual se desarrollará en la siguiente parte de esta ficha de observación. 

También menciona que antes de mandar a los demandantes a prisión preventiva se 

debió hacer un análisis más preciso del caso y dar una sentencia proporcional a los 

hechos, debido a que la prisión preventiva más que un procedimiento, es una medida 

excepcional; siendo en este caso que los demandantes deberían afrontar el proceso 

penal en libertad. Finalmente, el magistrado declara FUNDADA la petición de habeas 

corpus, declara NULA la petición de prisión preventiva, DISPONER que los 

demandantes no vuelvan a incurrir en los hechos presentados y TRASLADAR la 

sentencia a la policía y el ministerio público para que puedan proceder de acuerdo a 

sus funciones. 

Sin embargo, debido a los votos de los magistrados se declara la improcedencia. 

Fundamento con respecto al derecho a la insurgencia: 

El fundamento lo presenta el Magistrado Gutierrez Ticse, el cual pone una 

delimitación entre el derecho a la insurgencia y el derecho a la protesta. 

El magistrado define a la insurgencia como un levantamiento popular para combatir 

a los golpes de estado, siendo así un derecho ligado a la defensa de la democracia. 

Esta defensa debe establecerse cuando se quebranta el orden democrático para ejercer 

un poder ignorando el procedimiento constitucional. Para el presente caso, no es 

aplicable puesto que la sucesión presidencial es un proceso constitucional, y este al 

respetar la constitución hace que sea inaplicable e ilegítima la aplicación del derecho 

a la insurgencia. 

Nota: Tercera parte del análisis de la sentencia del caso Joel David Hivallanca 

Huamán y otros, representados por José Manuel Campero Lara – Abogado. 
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Sentencia: EXP. N.º 02287-2023-PHC/TC 

El magistrado hace mención a que, usar lineamientos los que están establecidos en la 

constitución, como el derecho a la insurgencia, “por más que no cuenten con el mayor 

respaldo del ciudadano, no legitima la insurgencia.” En esta frase se nota que hay un 

posible error, puesto que menciona “por más que no cuenten con mayor respaldo 

popular” pierde el sentido combinándolo con “no legitima la insurgencia”; en cambio, 

cuando se pone “por más que cuenten con el mayor respaldo”, cobra sentido. 

Haciendo referencia a que, por más que la mayoría de la población haga uso del 

derecho a la insurgencia, cuando no se ha vulnerado el orden constitucional, ilegítima 

el derecho a la insurgencia. Continúa el magistrado, que de darse la insurgencia hace 

que esta se vuelva irregular y los accionantes incurren en un acto de 

inconstitucionalidad. 

También indica que, la población no está indefensa ante las decisiones políticas, 

puesto que esta puede ejercer la protesta como un medio para presionar o cuestionar 

esas decisiones, mas no puede usar la protesta como instrumento para derrocar a los 

poderes públicos; debido a que esta labor es propia del derecho a la insurgencia. 

Explicados esos puntos, en el presente caso, debido a los acontecimientos ocurridos 

el diciembre del año 2022, hechos como la destitución del expresidente Pedro Castillo 

y la posterior toma de poder, constitucional, por parte de la vicepresidenta o 

vicepresidente, como gusten los lingüistas, Dina Boluarte, hacen que estas protestas 

no sean catalogadas como un acto de insurgencia; debido a que no se tomó el poder 

de manera inconstitucional o alterando el equilibrio de poderes. Siendo así que estas 

manifestaciones por parte de la población deben ser catalogadas como un acto de 

protesta. 

Nota: Cuarta parte del análisis de la sentencia del caso Joel David Hivallanca 

Huamán y otros, representados por José Manuel Campero Lara – Abogado. 
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Tabla 14 

Sentencias que desarrollan el derecho a la insurgencia y relacionados 

Ficha de análisis de contenido — Sentencias que desarrollan el derecho a la 

insurgencia y relacionados. 

Descripción del contenido 

analizado 

Análisis de contenido de sentencias 

Sentencia: Exp. Nº 082-95-

AA/TC 

Caso: Jaime Salinas Sedó 

Año: 1997 

Se desconoce e ignora totalmente el derecho a la 

insurgencia, siendo que es uno de los derechos 

invocados. Añadiendo que el demandante es juzgado 

por el delito de rebeldía, insulto a un superior, intento 

de homicidio y derrocamiento al presidente de la 

república por lo que es juzgado por un fuero militar, 

además que dicho derecho aún se mantenía en la 

constitución de 1993. La forma de la resolución a este 

conflicto es respaldarse en la Ley Nº 26479, ley de 

amnistía, que beneficia a los militares que luchaban 

contra el terrorismo, con esto en mente, se menciona 

que los delitos por los que el demandante fue juzgado, 

ya eran cosa juzgada y por lo tanto su petitorio no 

tenía sentido. 

Una precipitada y propia conclusión, en este caso, se 

cumplen las premisas para invocar el derecho a la 

insurgencia, siendo uno, la toma de poder del 

presidente Fujimori, siendo que teóricamente el 

equilibrio de poderes se ve afectado y por lo tanto 

también la democracia peruana, por tanto, recalcando 

lo teórico, el uso del derecho a la insurgencia es 

factible, y por lo tanto un llamamiento al 

restablecimiento del orden constitucional. Sin 

embargo eso no sucedió. 
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Sentencia: EXP. N.O 

02092-2012-HC/TC 

Caso: ISABEL PAIVA 

ZÁRATE A FAVOR DE 

ANTAURO IGOR 

HUMALA TASSO 

Año: 2013 

En esta sentencia tampoco se desarrolla a plenitud el 

derecho a la insurgencia, sin embargo se desarrolla el 

delito de rebelión; por lo que se ve conveniente, dada 

su similitud con el derecho a la insurgencia, 

mencionar lo que se escribió en la sentencia. 

Recalcando que se estaba juzgando al señor Humala 

por varios delitos, como: secuestro, rebelión, toma 

ilegítima de armas. Dado esto se dio un concurso de 

delitos, sin embargo se concluyó que este concurso 

no debía darse, puesto que el delito de rebelión 

absorbía a los otros delitos, siendo este un delito 

pluriofensivo. Puesto que no se podía realizar el 

delito de rebelión, sin la posesión de armas o grupos 

jerarquizados de personas; quienes ocasionarán otros 

delitos relacionados a la rebelión y el fin de esta. 

Ciertamente, esta es una de las dos conclusiones que 

la sala de la Corte Suprema de Justicia entregó. 

Primero está que menciona que el delito de rebelión 

absorbe otros delitos y la segunda, que el delito de 

secuestro no está incluido en el delito de rebelión. Los 

magistrados del tribunal constitucional, declaran la 

nulidad de la sentencia en cuanto al tiempo de la 

pena, puesto que se manejaron diferentes criterios 

para un solo caso; siendo que afectaron el derecho a 

la igualdad. 

Visto esto, se pone en consideración algo para 

diferenciar al delito de rebelión y el derecho a la 

insurgencia. Revisadas las otras sentencias una 

precipitada conclusión podría ser que, el derecho a la 

insurgencia debe ser ejercido pacíficamente, siendo 

que el único accionar a realizarse es la desobediencia 

ante un gobierno usurpador que atente contra la 
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institucionalidad y el equilibrio de poderes; en 

cambio, el delito de rebelión se considera cuando se 

ejerce la violencia y esta atenta contra el estado 

constitucional de derecho. 

Sentencia: EXP. N.° 

03733-2021-PHC/TC 

Caso: MARTÍN 

ALBERTO VIZCARRA 

Año: 2022 

En la sentencia no existe un apartado específico para 

el desarrollo del derecho a la insurgencia, como tema 

central se pone en consideración al habeas corpus. 

Puesto que por este medio se trató de hacer valer el 

derecho a la insurgencia, teniendo como final la 

improcedencia de esta garantía constitucional por no 

estar relacionada con la vacancia presidencial y el 

derecho a la insurgencia que trataba de ejercer el 

demandante. 

Sin embargo, podemos inducir algo sobre el 

comportamiento del tribunal constitucional. Siendo 

que en este caso el tribunal evita la cuestión de 

vacancia presidencial, puesto que esta cuestión 

pertenece al ámbito del poder legislativo. 

Ciertamente hay que recalcar, que la demanda no 

estaba bien fundamentada, puesto que carecía de la 

fundamentación necesaria para hacer valer sus 

peticiones; haciendo así, válida la declaración de 

improcedencia. Sin embargo, resulta crucial una 

opinión de los magistrados del tribunal constitucional 

en esta clase de procesos extraordinarios, dado que 

no todos los días se declara como incapaz moral a un 

presidente de la república, es más aún en estos casos 

donde ocurre una toma y concentración de poderes, 

porque vulnera el estado de derecho constitucional y 

democrático. 

Volviendo al punto, se puede inducir que en casos 

como estos, cuando se haga una destitución de poder 
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en las altas esferas estatales, el tribunal constitucional 

optará por un pronunciamiento estrictamente 

formalista o en otras palabras, apegado a la ley; por 

ejemplo, si se cumplieron todas las condiciones para 

ejecutar la cuestión de confianza o la incapacidad 

moral permanente, el tribunal constitucional no 

tendrá una opinión invasiva. A modo de propuesta, y 

probablemente carente de fundamento del presente 

autor, se pone en consideración que esta respuesta 

que ofrece el tribunal constitucional es natural, dado 

que tanto el poder ejecutivo como el legislativo, al ser 

entidades manejadas en base a instrumentos políticos, 

estos parcialmente escapan de la legalidad; puesto 

que los dos poderes ya mencionados son los que 

concentran mayor cantidad de poder.  

Sentencia: EXP. N.° 

01803-2023-PHC/TC 

Caso: JOSÉ PEDRO 

CASTILLO TERRONES 

Año: 2024 

 

Para empezar, se hace la mención a la comisión 

interamericana de derechos humanos (CIDH), la cual 

emitió un comunicado, donde se condena y 

desconoce las acciones inconstitucionales, además de 

reconocer la defensa democrática por parte de las 

instituciones peruanas. Añadiendo que las acciones 

del expresidente Castillo no estaban fundamentadas 

por alguna norma constitucional para disolver el 

congreso. 

Sobre la defensa constitucional de la democracia. 

Las acciones del en ese entonces presidente de la 

república dan a entender que trataba de convertirse en 

un gobernante de facto, por tal motivo el tribunal en 

la sentencia lo denomina: “(...) enemigo de la 

constitución y de la democracia constitucional.” Esto 

fundamentado por el artículo 45 de la CPP, puesto 

que ninguna persona puede arrojarse al ejercicio del 
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poder estatal puesto que este emana del pueblo, los 

magistrados añaden que, ejercer poder al margen de 

la constitución es considerado rebelión.  

Los magistrados recalcan que la democracia es un 

derecho de todo ciudadano, derecho mediante el cual 

provienen y emanan los demás derechos 

constitucionales, tales como el derecho a la libertad, 

dignidad o participar en el gobierno. El derecho a la 

democracia indica la prevalencia de: soberanía del 

pueblo, división de poderes, el equilibrio de los 

poderes, entre otros similares. Entendiendo esto, 

parece lógico que el orden y soberanía constitucional 

deben ser defendidos ante cualquier amenaza o 

peligro que surja, puesto que atentar contra esta 

atenta contra los derechos de todos los ciudadanos. 

Más aún cuando, de manera inconstitucional, se 

forma un gobierno de facto (poder centralizado) que 

busca usurpar el poder democrático (poder 

descentralizado). Para finalizar este punto, 

introducen el concepto de “democracia militante”, 

precisando a esta como: Si las personas atentan o 

atacan el estado constitucional, los derechos 

fundamentales de estas pueden verse restringidos de 

manera razonable y proporcional. Por tales motivos, 

se justifica la deposición del cargo al expresidente; 

además del levantamiento en insurgencia para 

mantener el orden de la democracia constitucional. 

Fundamentos independientes de los magistrados 

Monteagudo Valdez. Menciona que 

doctrinariamente existe un “derecho a la resistencia”, 

en el cual se basa el artículo 46 de la CPP, añadiendo 

que la activación de este derecho se da cuando las 
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autoridades quebrantan los pactos para con el pueblo, 

y para evitar este rompimiento de los pactos, no se 

debe permitir una concentración del poder. En 

cambio, se debe fomentar el respeto al pacto social, 

que indica que el poder está limitado y se somete a 

condiciones, la cual una de ellas vendría a ser el 

respeto a la constitución. 

Menciona que, no todo accionar inconstitucional es 

motivo para activar el artículo 46 de la carta magna. 

Puesto que la misma tiene mecanismos en caso de 

existencia de una de las acciones inconstitucionales. 

Por tal motivo, la aplicación del derecho a la 

insurgencia solo se debe dar cuando exista un peligro 

para la institucionalidad democrática y atente contra 

las bases del estado de derecho.  

Gutierrez Ticse. Menciona que los hechos 

cometidos por el expresidente, son un ataque 

arbitrario al orden constitucional, y dada la naturaleza 

de este actuar, no se garantiza el amparo 

constitucional y es posible la vacancia por 

incapacidad moral. 

Sentencia: EXP. N.º 

02287-2023-PHC/TC 

Caso: JOEL DAVID 

HIVALLANCA 

HUAMÁN Y OTROS, 

representados por JOSÉ 

MANUEL CAMPERO 

LARA - ABOGADO 

Año: 2023 

 

El fundamento lo presenta el Magistrado Gutierrez 

Ticse, el cual pone una delimitación entre el derecho 

a la insurgencia y el derecho a la protesta. 

El magistrado define a la insurgencia como un 

levantamiento popular para combatir a los golpes de 

estado, siendo así un derecho ligado a la defensa de 

la democracia. Esta defensa debe establecerse cuando 

se quebranta el orden democrático para ejercer un 

poder ignorando el procedimiento constitucional. 

Para el presente caso, no es aplicable puesto que la 

sucesión presidencial es un proceso constitucional, y 
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este al respetar la constitución hace que sea 

inaplicable e ilegítima la aplicación del derecho a la 

insurgencia. 

El magistrado hace mención a que, usar lineamientos 

que están establecidos en la constitución, como el 

derecho a la insurgencia, “por más que no cuenten 

con el mayor respaldo del ciudadano, no legitima la 

insurgencia.” En esta frase se nota que hay un posible 

error, puesto que menciona “por más que no cuenten 

con mayor respaldo popular” pierde el sentido 

combinándolo con “no legitima la insurgencia”; en 

cambio, cuando se pone “por más que cuenten con el 

mayor respaldo”, cobra sentido. Haciendo referencia 

a que, por más que la mayoría de la población haga 

uso del derecho a la insurgencia, cuando no se ha 

vulnerado el orden constitucional, ilegítima el 

derecho a la insurgencia. Continúa el magistrado, que 

de darse la insurgencia hace que esta se vuelva 

irregular y los accionantes incurren en un acto de 

inconstitucionalidad. 

También indica que, la población no está indefensa 

ante las decisiones políticas, puesto que esta puede 

ejercer la protesta como un medio para presionar o 

cuestionar esas decisiones, mas no puede usar la 

protesta como instrumento para derrocar a los 

poderes públicos; debido a que esta labor es propia 

del derecho a la insurgencia. 

Explicados esos puntos, en el presente caso, debido a 

los acontecimientos ocurridos el diciembre del año 

2022, hechos como la destitución del expresidente 

Pedro Castillo y la posterior toma de poder, 

constitucional, por parte de la vicepresidenta o 
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vicepresidente, como gusten los lingüistas, Dina 

Boluarte, hacen que estas protestas no sean 

catalogadas como un acto de insurgencia; debido a 

que no se tomó el poder de manera inconstitucional o 

alterando el equilibrio de poderes. Siendo así que 

estas manifestaciones por parte de la población deben 

ser catalogadas como un acto de protesta. 

Nota: Sentencias que desarrollan el derecho a la insurgencia y relacionados 

Para la tabla N° 14, donde se analizan las sentencias que desarrollan el 

derecho a la insurgencia y relacionados. Se menciona que, de las once 

sentencias revisadas y analizadas, se encuentra que tan solo cinco sentencias 

desarrollan sobre el derecho a la insurgencia; siendo que las otras sentencias 

solo se analizaron debido a que el buscador perteneciente a la página del 

tribunal constitucional filtraba las sentencias con la palabra insurgencia, en 

otras palabras, tan sólo seis sentencias contenían la palabra insurgencia, más 

no conceptualizaban o desarrollaban el mencionado derecho a cabalidad. 

Aclarado esto, se pone a considerar que de las cinco sentencias restantes, 

sólo dos sentencias se encargan directamente del tratamiento del concepto 

de insurgencia; las otras tres restantes, limitan su desarrollo de una manera 

indirecta mediante el desarrollo del delito de rebelión. Y para resumir; en el 

caso de Jaime Salinas Sedó, Año 1997, menciona el derecho a la 

insurgencia, sin embargo lo desestima acuñando al accionar del demandante 

como un acto de rebelión y no de insurgencia; para el caso de ISABEL 

PAIVA ZÁRATE A FAVOR DE ANTAURO IGOR HUMALA TASSO, 

Año 2013, indica una distinción entre el delito de rebelión y el derecho a la 

insurgencia, siendo la forma pacífica de actuar la diferencia entre ambos; 

para el caso MARTÍN ALBERTO VIZCARRA, Año 2022, el presente autor 

muestra una inducción supositoria sobre el comportamiento del tribunal 

constitucional ante conflictos que envuelvan a poderes del estado, siendo 

esta como el tribunal toma una postura formalista y burocrática. 
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Para el caso de JOSÉ PEDRO CASTILLO TERRONES, Año 2024, esta 

viene a ser la sentencia que desarrolla el concepto de insurgencia con mayor 

detenimiento y detalle. Empezando que en esta sentencia se considera a la 

democracia como un derecho fundamental, derecho inherente a la persona 

humana, y a la vez como fuente de derecho, puesto que es un derecho que 

origina otros derechos, tales como el derecho a la libertad, dignidad o la libre 

participación. Además, que la democracia hace que prevalezca el orden 

constitucional, siendo que las características de un estado democrático sean 

la soberanía del pueblo, la división y equilibrio de poderes y finalmente, un 

poder descentralizado. Vista la importancia y magnitud del derecho a la 

democracia, es necesario establecer mecanismos protectores de la 

democracia; mecanismos como la democracia militante que se basa en el 

derecho a la insurgencia. Este derecho puede ser usado por cualquier 

ciudadano únicamente cuando se quebranta el pacto social o el orden 

democrático, estos casos generalmente suceden durante los gobiernos de 

facto o cuando se centraliza el poder, atentando así contra las bases del 

estado de derecho y el poder descentralizado. Es por esos motivos que se 

recurre a medidas drásticas como, en este caso, la desobediencia y la 

deposición inmediata del expresidente Pedro Castillo. Siendo así, que tanto 

el tribunal constitucional como la CIDH, no reconocen el actuar del 

expresidente y finalmente, el tribunal denomina Castillo como enemigo de 

la constitución y de la democracia constituyente. 

Para el caso JOEL DAVID HIVALLANCA HUAMÁN Y OTROS, 

representados por JOSÉ MANUEL CAMPERO LARA - ABOGADO, Año: 

2023. Es otra sentencia que a raíz de las protestas ocurridas después de la 

deposición del expresidente Castillo, desarrolla el concepto del derecho a la 

insurgencia. Empieza definiendo que es el derecho a la insurgencia, siendo 

un levantamiento popular que busca combatir a los golpes de estado o 

intentos de concertar el poder, esto a favor de la defensa democrática, para 

el presente caso, no es aplicable el derecho a la insurgencia, debido a que la 

sucesión presidencial luego de la deposición del expresidente, puesto que la 

sucesión es un acto constitucional. Se añade que aunque se tenga un respaldo 
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mayoritario, no se legitima una insurgencia. Para estos casos de descontento 

se debe recurrir a la protesta, el cual es un medio para hacer notar el 

descontento, sin embargo el derecho a la protesta no es el medio para 

derrocar poderes, puesto que esa labor pertenece al derecho a la insurgencia. 

4.1.1. Variable fundamentaciones teóricas y filosóficas 

Tabla 15 

Fundamentaciones teóricas y filosóficas 

Fundamentaciones teóricas y filosóficas 

Concepto Descripción Sentencias que usan el 

concepto. 

El 

equilibrio 

de 

poderes 

La primera base a tener en cuenta es 

el equilibrio de poderes, siendo que 

esta es tomada en cuenta casi 

siempre en las sentencias analizadas. 

Se define al equilibrio de poderes 

como: Un engranaje dentro de la 

maquinaria denominada estado 

democrático, siendo que la 

importancia de este radica en el 

control interorgánico; el cual está 

encargado de poner un alto a 

pretensiones tiránicas o autoritarias 

que un poder del estado podría 

ejercer (Novoa & Diaz, 2023). 

 

- Sentencia: Exp. Nº 082-

95-AA/TC Caso: Jaime 

Salinas Sedó Año: 1997 

- Sentencia: EXP. N.O 

02092-2012-HC/TC 

Caso: ISABEL PAIVA 

ZÁRATE A FAVOR 

DE ANTAURO IGOR 

HUMALA TASSO 

Año: 2013 

- Sentencia: EXP. N.° 

03733-2021-PHC/TC 

Caso: MARTÍN 

ALBERTO 

VIZCARRA Año: 2022 

- Sentencia: EXP. N.° 

01803-2023-PHC/TC 

Caso: JOSÉ PEDRO 

CASTILLO 

TERRONES Año: 

2024 
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- Sentencia: EXP. N.º 

02287-2023-PHC/TC 

Caso: JOEL DAVID 

HIVALLANCA 

HUAMÁN Y OTROS, 

representados por JOSÉ 

MANUEL CAMPERO 

LARA ABOGADO 

Año: 2023 

Estado de 

derecho. 

El estado de derecho surge como 

una medida opositora al estado que 

busca el poder absoluto o 

concertado; esto mediante la 

garantía de los derechos humanos, 

separación de poderes y 

procedimientos que regulen la 

creación de nuevas leyes (Villar, 

2007). 

- Sentencia: EXP. N.° 

03733-2021-PHC/TC 

Caso: MARTÍN 

ALBERTO 

VIZCARRA Año: 2022 

- Sentencia: EXP. N.° 

01803-2023-PHC/TC 

Caso: JOSÉ PEDRO 

CASTILLO 

TERRONES Año: 

2024 

Democrac

ia 

militante 

La definición más básica de este 

concepto vendría a ser que; es una 

fuerza que se opone a las fuerzas 

extremistas, esto mediante la 

censura de partidos, para hacer 

perdurar la democracia; sin embargo 

a medida que pasó el tiempo este 

concepto y la forma de concebir a la 

democracia militante ha cambiado, 

haciendo que ahora se busque 

proteger a los órganos 

constitucionales que preserven el 

- Sentencia: EXP. N.° 

01803-2023-PHC/TC 

Caso: JOSÉ PEDRO 

CASTILLO 

TERRONES Año: 

2024 
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equilibrio de poderes (Bárcena, 

2022). 

El 

derecho a 

la 

protesta 

(la 

protesta 

como un 

medio 

para 

presionar 

o 

cuestionar 

esas 

decisiones 

gubernam

entales) 

Es el derecho que todo estado 

democrático posee, este derecho se 

manifestará cuando se trate de 

restringir la libertad de los 

ciudadanos, cuando los derechos 

sociales queden inactivos, cuando se 

busque el equilibrio de poderes y así 

prevenir las maldades sociales; es 

ahí cuando este derecho es el 

responsable de oponerse a la 

restricción (Manzo-Ugas, 2018). 

 

 

- Sentencia: EXP. N.º 

02287-2023-PHC/TC 

Caso: JOEL DAVID 

HIVALLANCA 

HUAMÁN Y OTROS, 

representados por JOSÉ 

MANUEL CAMPERO 

LARA ABOGADO 

Año: 2023 

Gobierno 

de Facto 

 

Es un gobierno que se inicia con un 

golpe militar y que se mantiene en el 

poder mediante el respaldo y la 

imposición de las fuerzas armadas; 

siendo que en este régimen no se 

garantizan los derechos ni las 

libertades individuales, limitando las 

acciones de las personas a lo que 

está estrictamente permitido. En 

lugar de enfocarse en un grupo 

específico, reprime cualquier tipo de 

oposición de manera sistemática 

(CIDH, s.f.). 

Sentencia: EXP. N.° 01803-

2023-PHC/TC Caso: JOSÉ 

PEDRO CASTILLO 

TERRONES Año: 2024 

Nota: Fundamentaciones teóricas y filosóficas 



 

58 

Para la tabla N°15, se obtiene que el concepto equilibrio de poderes, es 

constante en todas las tesis relacionadas al derecho a la insurgencia. siendo; 

caso, Jaime Salinas Sedó, Año 1997; caso, ISABEL PAIVA ZÁRATE A 

FAVOR DE ANTAURO IGOR HUMALA TASSO Año, 2013; caso, 

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA, Año 2022; caso, JOSÉ PEDRO 

CASTILLO TERRONES Año: 2024; caso, JOEL DAVID HIVALLANCA 

HUAMÁN Y OTROS, representados por JOSÉ MANUEL CAMPERO 

LARA ABOGADO, Año 2023. 

Siguiendo con el modo de presentación, el concepto estado de derecho está 

presente en solo dos sentencias; caso, MARTÍN ALBERTO VIZCARRA, 

Año 2022; caso, JOSÉ PEDRO CASTILLO TERRONES Año: 2024.  

En tercer lugar y cuarto lugar, los conceptos de democracia militante y 

gobierno de facto solo son desarrollados en el caso, JOSÉ PEDRO 

CASTILLO TERRONES Año: 2024. 

Finalmente, el concepto del derecho a la protesta, es desarrollado 

únicamente en la sentencia del caso, JOEL DAVID HIVALLANCA 

HUAMÁN Y OTROS, representados por JOSÉ MANUEL CAMPERO 

LARA ABOGADO, Año 2023. 

Como análisis, se da por entender que la sentencia que da mayores aportes 

hacia el desarrollo del derecho a la insurgencia es la del caso, JOSÉ PEDRO 

CASTILLO TERRONES Año: 2024; teniendo implicados los conceptos 

equilibrio de poderes, estado de derecho, democracia militante y gobierno 

de facto; otro punto resaltante es que el concepto equilibrio de poderes está 

presente en todas las sentencias, haciendo una relación entre estos términos, 

puesto que el derecho a la insurgencia es una medida drástica para defender 

el equilibrio de poderes. 
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4.1.2. Variable jurisprudencia 

Tabla 16 

Jurisprudencia 

Marcos Normativos 

Descripción del 

contenido 

analizado 

Análisis de contenido de sentencias 

Sentencia: Exp. 

Nº 082-95-AA/TC 

Caso: Jaime 

Salinas Sedó 

Año: 1997 

 

- Ley Nº 26479, ley de amnistía. 

- Ley 23506, ley de habeas corpus y amparo. 

- Ley modificatoria Nº 26801, que incorpora 

una disposición transitoria a la ley orgánica del 

tribunal constitucional. 

- Artículo 82 de la constitución política del Perú 

perteneciente al año 1979. Donde se desarrolla 

el derecho a la insurgencia. 

Sentencia: EXP. 

N.O 02092-2012-

HC/TC 

Caso: ISABEL 

PAIVA ZÁRATE 

A FAVOR DE 

ANTAURO 

IGOR HUMALA 

TASSO 

Año: 2013 

 

 

- Decreto Legislativo N° 124, que indica la 

aplicación del Proceso Penal Sumario. 

- Artículo 200 de la CPP, que explica el habeas 

corpus. 

- Artículo 25 del Código Procesal 

Constitucional, que amplía la aplicación del 

habeas corpus. 

- Artículo 139, inciso 3 de la Constitución 

Política del Perú, sobre la afectación del 

derecho al juez predeterminado por ley o juez 

natural. 

- Ley N°28482, donde se pone en vigencia los 

artículos 39º, 40º Y 41º pertenecientes al 

Código Procesal Penal Peruano. 

- Cfr. 00290-2002-PHC/TC, Eduardo Calmell 

del Solar, se menciona porque es un 
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antecedente para que nadie pueda ser sometido 

a un juicio de un juez ex post facto o en otro 

caso; un juez ad hoc; añadiendo que el tribunal 

determinó que el tener derecho a un juez 

natural no es impedimiento para que una vez 

iniciado un proceso, se apliquen nuevas 

normas que podrían modificar las 

competencias pertenecientes al órgano de 

control jurisdiccional. 

- Artículo 45 de la CPP, sobre el ejercicio del 

poder en el estado peruano, donde se establece 

que arrojarse ilimitadamente al ejercicio del 

poder emanado del pueblo, se considera 

rebelión o la sedición. 

- Artículo 46 de la Constitución Política del 

Perú. Donde se especifica las condiciones para 

aplicar el derecho a la insurgencia. 

Sentencia: EXP. 

N.° 03733-2021-

PHC/TC 

Caso: MARTÍN 

ALBERTO 

VIZCARRA 

Año: 2022 

 

- Artículo 200 de la CPP, que explica el habeas 

corpus. 

- Artículo 7, inciso 1 del NCPP (nuevo código 

procesal penal), donde explica la 

diferenciación entre los que sí son procesos 

constitucionales y los que no; no se considera 

un proceso constitucional cuando el hecho y el 

petitorio por el que se demanda no estan 

directamente relacionados con el derecho 

invocado. 

- Ley 28301, Orgánica del Tribunal 

Constitucional. 

- Resolución Administrativa Nº 095-2004-P-TC, 

Reglamento Normativo del Tribunal 

Constitucional. 
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- Ley 31307, Nuevo Código Procesal 

Constitucional. 

- Artículo 79 del Reglamento del Congreso, que 

desarrolla los envíos hacia el presidente de la 

república peruana. 

- STC 02061-2013-PA/TC, sentencia donde se 

explica la naturaleza dell principio pro 

hominem y el principio pro libertatis; 

indicando que al momento de interpretar una 

ley o norma, esta interpretación debe buscar la 

mejor protección para los derechos 

fundamentales de la persona. 

- Artículo 46 de la Constitución Política del 

Perú. Donde se especifica las condiciones para 

aplicar el derecho a la insurgencia. 

Sentencia: EXP. 

N.° 01803-2023-

PHC/TC 

Caso: JOSÉ 

PEDRO 

CASTILLO 

TERRONES 

Año: 2024 

- Sentencia de los tribunales argentinos, 

perteneciente al caso de Perón Juan D. Se 

menciona esta porque se pone como referencia 

para aclarar a la situación que se podría 

configurar como situación de emergencia. 

- Artículo 45 de la CPP, sobre el ejercicio del 

poder en el estado peruano, donde se establece 

que arrojarse ilimitadamente al ejercicio del 

poder emanado del pueblo, se considera 

rebelión o la sedición. 

- Artículo 46 de la Constitución Política del 

Perú. Donde se especifica las condiciones para 

aplicar el derecho a la insurgencia. 

- Expediente 00001-2023-PI/TC, en el 

fundamento 15. Definiendo a la democracia 

como un derecho a la persona, siendo este 

derecho originario o fuente de otros derechos 
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posteriores establecidos en la constitución. 

Tambien en su fundamento 17, establece que 

para esta protección debe ejercerse una 

protección iusfundamental.  

- Expediente 00003-2005-AI/TC, en su 

fundamento 371. Establece el concepto de la 

“Democracia militante”. 

- Artículo 2 de la constitución estadounidense 

del año 1787. Donde se determina la manera 

de actuar (separación del puesto o cargo) ante 

delitos y faltas graves de los funcionarios 

civiles. 

- Artículo 100 de la carta magna peruana, que 

habla sobre el antejuicio constitucional de 

parte de los congresistas a funcionarios para 

que estos sean puestos bajo juicio en el poder 

judicial solo en caso de acusación penal, de no 

serlo; se juzga en la comisión permanente. 

- Artículo 89-A del reglamento del congreso de 

la república peruana, que habla sobre los 

requisitos para pedir la vacancia presidencial. 

- Expediente 03760-2004-AA/TC, donde se 

explica que las acusaciones del presidente de 

la república peruana se darán cuando este haya 

culminado su mandato. 

- Artículo 99 de la carta magna peruana, donde 

se habla de la acusación constitucional. 

Invistiendo de poder a la comisión permanente 

para acusar a los funcionarios de alto rango 

que vulneren la constitución. 

- Artículo 159 de la constitución peruana, donde 

se explican algunas de las atribuciones que 
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posee el ministerio público. 

- Artículo 200 de la CPP, que explica el habeas 

corpus. 

- Artículo 7 del reglamento del NCPC (Nuevo 

Código Procesal Constitucional), donde se 

explica la diferenciación entre los que sí son 

procesos constitucionales y los que no; no se 

considera un proceso constitucional cuando el 

hecho y el petitorio por el que se demanda no 

estan directamente relacionados con el derecho 

invocado. 

Sentencia: EXP. 

N.º 02287-2023-

PHC/TC 

Caso: JOEL 

DAVID 

HIVALLANCA 

HUAMÁN Y 

OTROS, 

representados por 

JOSÉ MANUEL 

CAMPERO 

LARA - 

ABOGADO 

Año: 2023 

 

- Ley Nº 31307, El Nuevo Código Procesal 

Constitucional. 

- Ley Nº 28301, Ley Orgánica del Tribunal 

Constitucional. 

- Código Procesal Penal peruano. 

- Código Penal. 

- Artículo 46 de la Constitución Política del 

Perú. Donde se especifica las condiciones para 

aplicar el derecho a la insurgencia. 

- STC 0009-2018-PI/TC, en el fundamento 85. 

Demanda de inconstitucionalidad contra el 

artículo único del Decreto Legislativo 1237 

que modifica el artículo 200 del Código Penal. 

- STC 00359-2018-PHC/TC, especificando el 

fundamento 4. Donde se específica las 

condiciones para la flagrancia de un delito; 

Inmediatez temporal e inmediatez personal. 

- STC 04487-2014-PHC/TC, específicamente el 

fundamento 10. Donde se da una definición 

sobre la flagrancia. 

- Acuerdo Plenario 01-2019/CIJ-116, donde se 
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dan los fundamentos y el alcance de la prisión 

preventiva. 

- Casación 626-2013, Moquegua — 2015. 

- STC 03248-2019-PHC/TC, especificando el 

fundamento 90. Indicando que debe existir una 

“debida motivación reforzada” para aplicar la 

prisión preventiva.  

Nota: Jurisprudencia contenida en las sentencias analizadas. 

Para la tabla N°15, Al momento de revisar las sentencias y la normatividad 

relacionada al derecho a la insurgencia, las normativas que coadyuvan 

directamente al desarrollo del derecho a la insurgencia son las siguientes: 

Para el caso, Jaime Salinas Sedó del Año: 1997. Se pone en consideración 

al Artículo 82 de la constitución política del Perú perteneciente al año 1979. 

Donde se desarrolla el derecho a la insurgencia. 

Para el caso, ISABEL PAIVA ZÁRATE A FAVOR DE ANTAURO IGOR 

HUMALA TASSO Año: 2013. Se ponen en consideración; el Artículo 45 

de la CPP, sobre el ejercicio del poder en el estado peruano, donde se 

establece que arrojarse ilimitadamente al ejercicio del poder emanado del 

pueblo, se considera rebelión o la sedición; Artículo 46 de la Constitución 

Política del Perú. Donde se especifica las condiciones para aplicar el derecho 

a la insurgencia. 

Para el caso, MARTÍN ALBERTO VIZCARRA Año: 2022. Se pone en 

consideración. Artículo 46 de la Constitución Política del Perú. Donde se 

especifica las condiciones para aplicar el derecho a la insurgencia. 

Para el caso, JOSÉ PEDRO CASTILLO TERRONES Año: 2024. Artículo 

45 de la CPP, sobre el ejercicio del poder en el estado peruano, donde se 

establece que arrojarse ilimitadamente al ejercicio del poder emanado del 

pueblo, se considera rebelión o la sedición; Expediente 00001-2023-PI/TC, 

en el fundamento 15. Definiendo a la democracia como un derecho a la 

persona, siendo este derecho originario o fuente de otros derechos 

posteriores establecidos en la constitución. También en su fundamento 17, 

establece que para esta protección debe ejercerse una protección 
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iusfundamental, en otras palabras, que es una protección indispensable para 

la vida humana; Expediente 00003-2005-AI/TC, en su fundamento 371. 

Establece el concepto de la “Democracia militante”; Artículo 2 de la 

constitución estadounidense del año 1787. Donde se determina la manera de 

actuar (separación del puesto o cargo) ante delitos y faltas graves de los 

funcionarios civiles; Artículo 99 de la carta magna peruana, donde se habla 

de la acusación constitucional. Invistiendo de poder a la comisión 

permanente para acusar a los funcionarios de alto rango que vulneren la 

constitución; Artículo 46 de la Constitución Política del Perú. Donde se 

especifica las condiciones para aplicar el derecho a la insurgencia; Artículo 

46 de la Constitución Política del Perú. Donde se especifica las condiciones 

para aplicar el derecho a la insurgencia. 

Para el caso, JOEL DAVID HIVALLANCA HUAMÁN Y OTROS, 

representados por JOSÉ MANUEL CAMPERO LARA - ABOGADO Año: 

2023. Artículo 46 de la Constitución Política del Perú. Donde se especifica 

las condiciones para aplicar el derecho a la insurgencia. 

A modo de resumen y análisis de los últimos puntos que, para el caso, Jaime 

Salinas Sedó del Año 1997, se tiene en cuenta al artículo N °82 de la 

constitución política del año 1979, siendo este artículo un precedente directo 

del artículo N°46 de la actual constitución peruana. Otro punto resaltante es 

la mención del artículo N°45 de la constitución peruana, desarrollado en las 

sentencias del caso del expresidente Pedro Castillo y del caso de Antauro 

Humala; continuando con el artículo 46 que habla del derecho a la 

insurgencia, es mencionado en las sentencias del caso, MARTÍN 

ALBERTO VIZCARRA, Año 2022; caso, JOSÉ PEDRO CASTILLO 

TERRONES, Año 2024; caso, JOEL DAVID HIVALLANCA HUAMÁN 

Y OTROS, representados por JOSÉ MANUEL CAMPERO LARA - 

ABOGADO, Año 2023. Finalmente se hace notar que nuevamente la 

sentencia del caso, JOSÉ PEDRO CASTILLO TERRONES, Año 2024; es 

la que más marcos normativos toma, empezando por el Expediente 00003-

2005-AI/TC, que desarrolla el concepto de democracia militante y 

definiendo a la democracia como un derecho de la persona, también recurre 
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al artículo N°99 de la constitución peruana para desarrollar el tema de 

acusación constitucional en caso de la vulneración de la constitucionalidad 

por parte de altos funcionarios. 

4.2. Contrastación de hipótesis 

Debido a ser una investigación de tipo cualitativa, se recuerda que esta 

puede o no presentar una hipótesis; puesto que, gran mayoría en las 

investigaciones cualitativas, no se tiene como prioridad probar o refutar una 

hipótesis, en cambió esta se genera a lo largo del estudio o la investigación 

realizada, de tal manera que las hipótesis vienen a ser los resultados de la 

investigación (Hernández Sampieri, Fernández Collado, & Baptista Lucio, 

2014). 

4.3. Discusión de resultados 

4.3.1. Razonamiento usado por el tribunal constitucional para 

reconocer el derecho de insurgencia. 

Se planteó examinar el razonamiento usado por el tribunal 

constitucional para reconocer el derecho de insurgencia, para lo cual 

se utilizó como técnica de investigación, la revisión documental. 

Obteniendo como resultado que, de las once sentencias revisadas y 

analizadas, se encuentra que tan solo cinco sentencias desarrollan 

sobre el derecho a la insurgencia; siendo que las otras sentencias solo 

se analizaron debido a que el buscador perteneciente a la página del 

tribunal constitucional filtraba las sentencias con la palabra 

insurgencia, en otras palabras seis sentencias tan sólo contenían la 

palabra insurgencia, más no conceptualizaban o desarrollaban el 

mencionado derecho a cabalidad. Aclarado esto, se pone a 

considerar que, de las cinco sentencias restantes, sólo dos sentencias 

se encargan directamente del tratamiento del concepto de 

insurgencia; las otras tres restantes, limitan su desarrollo de una 

manera indirecta mediante el desarrollo del delito de rebelión. Y 

para resumir; en el caso de JAIME SALINAS SEDÓ, Año 1997, 

menciona el derecho a la insurgencia, sin embargo lo desestima 

acuñando al accionar del demandante como un acto de rebelión y no 
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de insurgencia; para el caso de ISABEL PAIVA ZÁRATE A 

FAVOR DE ANTAURO IGOR HUMALA TASSO, Año 2013, 

indica una distinción entre el delito de rebelión y el derecho a la 

insurgencia, siendo la forma pacífica de actuar la diferencia entre 

ambos; para el caso MARTÍN ALBERTO VIZCARRA, Año 2022, 

el presente autor muestra una inducción supositoria sobre el 

comportamiento del tribunal constitucional ante conflictos que 

envuelvan a poderes del estado, siendo esta como el tribunal toma 

una postura formalista y burocrática. 

Para el caso de JOSÉ PEDRO CASTILLO TERRONES, Año 2024, 

esta viene a ser la sentencia que desarrolla el concepto de 

insurgencia con mayor detenimiento y detalle. Empezando que en 

esta sentencia se considera a la democracia como un derecho 

fundamental, derecho inherente a la persona humana, y a la vez 

como fuente de derecho, puesto que es un derecho que origina otros 

derechos, tales como el derecho a la libertad, dignidad o la libre 

participación. Además, la democracia hace que prevalezca el orden 

constitucional, siendo que las características de un estado 

democrático sean la soberanía del pueblo, la división y equilibrio de 

poderes y finalmente, un poder descentralizado. Vista la importancia 

y magnitud del derecho a la democracia, es necesario establecer 

mecanismos protectores de la democracia; mecanismos como la 

democracia militante que se basa en el derecho a la insurgencia. Este 

derecho puede ser usado por cualquier ciudadano únicamente 

cuando se quebranta el pacto social o el orden democrático, estos 

casos generalmente suceden durante los gobiernos de facto o cuando 

se centraliza el poder, atentando así contra las bases del estado de 

derecho y el poder descentralizado. Es por esos motivos que se 

recurre a medidas drásticas como, en este caso, la desobediencia y 

la deposición inmediata del expresidente Pedro Castillo. Siendo así, 

que tanto el tribunal constitucional como la CIDH, no reconocen el 
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actuar del expresidente y finalmente, el tribunal denomina Castillo 

como enemigo de la constitución y de la democracia constituyente. 

Para el caso JOEL DAVID HIVALLANCA HUAMÁN Y OTROS, 

representados por JOSÉ MANUEL CAMPERO LARA - 

ABOGADO, Año: 2023. Es otra sentencia que a raíz de las protestas 

ocurridas después de la deposición del expresidente Castillo, 

desarrolla el concepto del derecho a la insurgencia. Empieza 

definiendo que es el derecho a la insurgencia, siendo un 

levantamiento popular que busca combatir a los golpes de estado o 

intentos de concertar el poder, esto a favor de la defensa 

democrática, para el presente caso, no es aplicable el derecho a la 

insurgencia, debido a que la sucesión presidencial luego de la 

deposición del expresidente, puesto que la sucesión es un acto 

constitucional. Se añade, aunque se tenga un respaldo mayoritario, 

no se legitima una insurgencia. Para estos casos de descontento se 

debe recurrir a la protesta, el cual es un medio para hacer notar el 

descontento, sin embargo, el derecho a la protesta no es el medio 

para derrocar poderes, puesto que esa labor pertenece al derecho a la 

insurgencia. 

Por otro lado, con respecto a la importancia del razonamiento del 

tribunal constitucional, al momento de la creación, interpretación y 

aplicación de nuevos derechos, el tribunal constitucional toma una 

gran relevancia. Puesto que los magistrados elaboran sus 

argumentos basándose en la razón, así como en las leyes, tanto 

internacionales como nacionales; es por tal motivo que es 

imprescindible el uso o revisión del razonamiento jurídico (Nieto, 

2024). 

Con respecto a el razonamiento en general que se usa en el 

reconocimiento del derecho a la insurgencia; esta se caracteriza por 

ser un movimiento social que tiene por fin el derrocamiento de un 

gobierno ilegítimo, y la manera que consigue este fin es por medio 

de la fuerza; siendo este derecho avalado por la constitución política 
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de 1993, sin embargo se hace notar que la propia constitución 

restringe el derecho mencionado; ya que solo se puede dar aplicación 

a este en una circunstancia; la posesión ilegítima de un gobierno de 

facto, siendo que ignora otras formas de toma de poder las cuales 

podrían estar basadas en corrupción generalizada, políticas 

discriminatorias, ocupación extranjera, entre otras (Tapia, 2022). 

Con esto en mente, el estado peruano solo reconoce una vía para 

realizar la insurgencia y es la vía pacífica o por medios 

democráticos. 

4.3.2. Fundamentaciones teóricas y filosóficas que son manifestadas 

por el tribunal constitucional al momento de reconocer el 

derecho a la insurgencia. 

Se planteó determinar Fundamentaciones teóricas y filosóficas que 

son manifestadas por el tribunal constitucional al momento de 

reconocer el derecho a la insurgencia, para lo cual se utilizó como 

técnica de investigación, la revisión documental. Obteniendo como 

resultado que, se da por entender que la sentencia que da mayores 

aportes hacia el desarrollo del derecho a la insurgencia es la del caso, 

JOSÉ PEDRO CASTILLO TERRONES Año: 2024; teniendo 

implicados los conceptos equilibrio de poderes, estado de derecho, 

democracia militante y gobierno de facto; otro punto resaltante es 

que el concepto equilibrio de poderes está presente en todas las 

sentencias. De hacer una relación entre estos términos, el derecho a 

la insurgencia es una medida drástica para defender el equilibrio de 

poderes. 

Por otro lado, el fin de la insurgencia en el estado peruano es la 

protección activa del estado de derecho y el orden constitucional 

ante las amenazas antidemocráticas como los gobiernos ilegítimos o 

golpes de estado; la manera que consigue este fin es por medio de la 

fuerza; siendo que se buscará activamente el derrocamiento de un 

gobierno ilegítimo, así como también el desconocimiento de todos 
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los pronunciamientos que los usurpadores hayan realizado (Chávez, 

2001; Tapia, 2022; Torres, 2000). 

Retomando el tema del desarrollo teórico y filosófico en cuanto a la 

insurgencia, es extraño el empeño que ponen algunos magistrados 

en resolver estos eventos, donde surgen estos conflictos de 

naturaleza política, de una manera estrictamente procesal. El claro 

ejemplo son estas sentencias, donde solo dos empezaron con el 

desarrollo teórico directo de este derecho, puesto que el resto 

resuelve los conflictos usando los artículos del código procesal 

constitucional. 

4.3.3. Jurisprudencia que apoya la teoría del tribunal constitucional al 

momento de reconocer el derecho a la insurgencia. 

Se planteó determinar los marcos normativos que apoyan la teoría 

del tribunal constitucional al momento de reconocer el derecho a la 

insurgencia, para lo cual se utilizó como técnica de investigación, la 

revisión documental. Obteniendo como resultado para el caso Jaime 

Salinas Sedó del Año 1997, se tiene en cuenta al artículo N°82 de la 

constitución política del año 1979, siendo este artículo un precedente 

directo del artículo N°46 de la actual constitución peruana. Otro 

punto resaltante es la mención del artículo N°45 de la constitución 

peruana, desarrollado en las sentencias del caso del expresidente 

Pedro Castillo y del caso de Antauro Humala; continuando con el 

artículo N°46 que habla del derecho a la insurgencia, es mencionado 

en las sentencias del caso, MARTÍN ALBERTO VIZCARRA, Año 

2022; caso, JOSÉ PEDRO CASTILLO TERRONES, Año 2024; 

caso, JOEL DAVID HIVALLANCA HUAMÁN Y OTROS, 

representados por JOSÉ MANUEL CAMPERO LARA - 

ABOGADO, Año 2023. Finalmente se hace notar que nuevamente 

la sentencia del caso, JOSÉ PEDRO CASTILLO TERRONES, Año 

2024; es la que más marcos normativos toma, empezando por el 

Expediente 00003-2005-AI/TC, que desarrolla el concepto de 

democracia militante y definiendo a la democracia como un derecho 
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de la persona, también recurre al artículo N°99 de la constitución 

peruana para desarrollar el tema de acusación constitucional en caso 

de la vulneración de la constitucionalidad por parte de altos 

funcionarios. 

Encontrando así que no muchas sentencias desarrollan el derecho a 

la insurgencia a cabalidad, siendo que las dos únicas sentencias que 

les dan lugar al desarrollo son la del caso; JOSÉ PEDRO 

CASTILLO TERRONES, Año 2024; y del caso, JOEL DAVID 

HIVALLANCA HUAMÁN Y OTROS, representados por JOSÉ 

MANUEL CAMPERO LARA - ABOGADO, Año 2023. 

Mencionando que, históricamente la república peruana tuvo que 

sufrir, en repetidas ocasiones, golpes de estado, así como gobiernos 

militaristas; y se dice a pesar que no hay una evolución ni 

aprendizaje de los hechos pasados, siendo que los tribunales no han 

sabido diferenciar o aplicar coherentemente la administración de 

justicia (Tapia, 2022). 

Indicado lo anterior acerca de los marcos normativos que apoyan la 

teoría del tribunal constitucional al momento de reconocer el 

derecho a la insurgencia, de amplia manera se comparte la idea de 

Tapia, 2022. Ciertamente, no ha habido grandes avances con 

respecto al desarrollo de este derecho, a pesar de las múltiples 

amenazas del poder de facto; sin embargo algunos magistrados del 

tribunal constitucional han desarrollado someramente la aplicación 

de este derecho, lo cual ha propiciado una distinción más clara del 

derecho a la insurgencia. 

Para finalizar se pone a considerar que este estudio ha estado 

limitado por el acceso a la plataforma virtual del tribunal 

constitucional, siendo que todas las sentencias han sido extraídas 

con el acceso general que todo ciudadano puede obtener. 
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CAPÍTULO V: CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

5.1. Conclusiones  

1. Se han examinado las sentencias, encontrándose solo cinco 

sentencias que establecen un razonamiento relacionado al derecho a 

la insurgencia; a pesar de eso solo dos sentencias, caso Pedro 

Castillo y caso Joel David Hivallanca Huamán Y otros, desarrollan 

un razonamiento directo, las otras tres son resueltas de manera 

procesal o tomadas como delito de rebelión. En esas sentencias se 

encontró que el razonamiento que usa el tribunal constitucional para 

determinar cuándo un movimiento se transforma en insurgencia es 

que; su única meta sea la de derrocar o desobedecer un gobierno de 

facto, además de proteger y preservar el derecho a la democracia, 

desconociendo en el camino otros medios que no sean los pacíficos. 

Añadiendo como último punto, se entiende que, en caso de 

corrupción generalizada, políticas discriminatorias, ocupación 

extranjera, entre otras; el estado peruano, jurídicamente, está 

indefenso. 

2. Se han determinado las fundamentaciones teóricas y filosóficas que 

son manifestadas por el tribunal constitucional al momento de 

reconocer el derecho a la insurgencia. Encontrando que el principal 

pilar teórico usado por el tribunal constitucional es el equilibrio de 

poderes, y la defensa de este, que indica la existencia del estado de 

derecho. Es por tal motivo defensivo que emergen los demás 

conceptos como la democracia militante y la oposición a los 

gobiernos de facto.  
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3. Se ha planteado determinar la jurisprudencia que apoya la teoría del 

tribunal constitucional al momento de reconocer el derecho a la 

insurgencia, concluyendo que, está claro que no se han hecho 

grandes esfuerzos por regular o reglamentar este fenómeno llamado 

insurgencia. Teniendo por tal motivo una escasa cantidad normativa, 

para empezar solo se tiene al artículo 46 de la carta magna peruana 

como referencia; seguidamente se tiene al Expediente 00003-2005-

AI/TC, que desarrolla el concepto de democracia militante y 

definiendo a la democracia como un derecho de la persona, por 

último se menciona al artículo N°99 de la constitución peruana para 

desarrollar el tema de acusación constitucional en caso de la 

vulneración de la constitucionalidad por parte de altos funcionarios. 

 

5.2. Recomendaciones 

1. Después de haber examinado el razonamiento usado por el tribunal 

constitucional para reconocer el derecho de insurgencia, se 

recomienda a la población no confundir el derecho a la insurgencia 

con el delito de rebelión, puesto que el derecho a la insurgencia es 

un mecanismo estrictamente democrático, con esto en mente se 

puede teorizar que el único con la capacidad de ejercer este derecho 

es el congreso de la república del Perú, debido a su rol representativo 

del pueblo; los otros funcionarios no podrían hacer uso del derecho 

a la insurgencia porque de manera probable se les acuse del delito 

de rebelión o también el delito de Omisión, rehusamiento o demora 

de actos funcionales; además se recomienda a la comunidad 

científica ampliar este último punto. 

2. Después de haber determinado las fundamentaciones teóricas y 

filosóficas que son manifestadas por el tribunal constitucional al 

momento de reconocer el derecho a la insurgencia. Para realizar otra 

investigación perteneciente a esta línea de investigación o 

relacionada con este contexto, se recomienda indagar a profundidad 

sobre el concepto estado de derecho, puesto que en esta 
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investigación se encontró una amplia complejidad al momento de 

mencionarlo. 

3. Después de haber determinado la jurisprudencia que apoya la teoría 

del tribunal constitucional al momento de reconocer el derecho a la 

insurgencia. De realizar otra investigación perteneciente a esta línea 

de investigación o relacionada con este contexto, se recomienda 

tomar en cuenta las opiniones de los magistrados Manuel 

Monteagudo Valdez y Luis Gutierrez Ticse al momento de realizar 

una investigación, puesto que son los únicos que desarrollaron el 

concepto de derecho a la insurgencia. Finalmente se recomienda 

tener una mayor facilidad al acceso de las sentencias que emite el 

tribunal constitucional, debido a que se en la plataforma virtual no 

se actualiza con regularidad.  
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ANEXOS 

Anexo 1: Matriz de consistencia 

 

Problema 

General 

Objetivo 

General 

Categorías Unidades de 

estudio 

Metodología Instrument

os 

¿Cuál es el 

razonamient

o usado por 

el tribunal 

constituciona

l para 

reconocer el 

derecho de 

insurgencia? 

Examinar el 

razonamient

o usado por 

el tribunal 

constituciona

l para 

reconocer el 

derecho de 

insurgencia 

Reconocimi

ento del 

derecho de 

insurgencia 

Subcategorí

a: La 

insurgencia 

en las 

constitucione

s del Perú. 

 

Fundament

os teóricos y 

filosóficos 

del derecho 

a la 

insurgencia. 

Subcategorí

a: La 

insurgencia 

como objeto 

de derecho. 

La 

insurgencia 

en defensa de 

Las 

sentencias 

que 

reconocen el 

derecho a la 

insurgencia 

 

La doctrina 

desarrollada 

que trata el 

derecho a la 

insurgencia. 

 

Enfoque: 

Cualitativo 

Ficha de 

observación 

Ficha de 

análisis de 

contenido 
Tipo de 

investigació

n: 

Descriptivo 

Problemas 

Específicos 

Objetivos 

específicos 

Métodos: 

Observación, 

Dogmático 

¿Cuáles son 

las 

fundamentac

iones 

teóricas y 

filosóficas 

que son 

manifestadas 

por el 

tribunal 

constituciona

l al momento 

Determinar 

las 

fundamentac

iones 

teóricas y 

filosóficas 

que son 

manifestadas 

por el 

tribunal 

constituciona

l al momento 

Técnicas: 

Análisis de 

contenido 
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de reconocer 

el derecho a 

la 

insurgencia? 

¿Cuál es la 

jurisprudenci

a que apoya 

la teoría del 

tribunal 

constituciona

l al momento 

de reconocer 

el derecho a 

la 

insurgencia? 

de reconocer 

el derecho a 

la 

insurgencia 

Determinar 

la 

jurisprudenci

a que apoyan 

la teoría del 

tribunal 

constituciona

l al momento 

de reconocer 

el derecho a 

la 

insurgencia 

 

la soberanía. 

 

Marco 

normativo 

del derecho 

a la 

insurgencia 

Subcategorí

a:  

Jurisprudenci

a del derecho 

a la 

insurgencia. 
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